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MEDIO DE CONTROL ACCION POPULAR
DEMANDANTE JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO

GRANDE Y OTROS
DEMANDADO MUNICIPIO DE ACACIAS – CORMACARENA - AGENCIA

NACIONAL DE TIERRAS

RADICACIÓN 50001- 33-33-002-2021-00371-00
ASUNTO CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA DE ACCIÓN

POPULAR POR PARTE DE LA AGENCIA NACIONAL DE
TIERRAS.

CARLOS HERNANDO VIVAS PEREZ, identificado con cédula de ciudadanía No.
76.328.360 de Popayán, abogado titulado con Tarjeta Profesional No. 194.129 del C.S.J,
actuando en ejercicio del poder otorgado por el Jefe de la Oficina Jurídica de la Agencia
Nacional de Tierras; por medio del presente escrito, en forma respetuosa y clara, me
permito contestar a la acción popular interpuesta por la Junta de acción comunal de la
Vereda Rancho Grande y otros, admitida mediante auto del 25 de febrero de 2022, y
notificada a la Agencia personalmente el 7 de marzo de 2022, por lo cual nos
encontramos dentro del término legal.

I. CONTESTACIÓN A LOS HECHOS DE LA DEMANDA

Al 1: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 2: En primer lugar, incluye dos hechos en uno solo. El primer hecho hace referencia
a que la vereda rancho grande hace parte de la zona de amortiguamiento urbano
según el PBOT de acacias. Respondo: No me consta, me atengo al texto del
PBOT vigente para el municipio de Acacias.

Al segundo hecho respecto de que goza de toda la infraestructura para ser
declarado zona urbana. Respondo: No es un hecho, es una alegación de la parte
que debe ser probada.



Al 3: No me consta, es una alegación y argumentación de la parte que debe ser
probada y decidida su veracidad por las autoridades competentes.

Al 4: No me consta, es una alegación y argumentación de la parte que debe ser
probada y decidida su veracidad por las autoridades competentes.

Al 5: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 6: No es un hecho, es una alegación y argumentación de la parte que debe ser
probada y decidida su veracidad por las autoridades competentes.

Al 7: No me consta, me atengo al texto del Acuerdo 004 de 1994.

Al 8: No me consta, me atengo a lo que se pruebe en el proceso.

Al 9: No me consta, me atengo a lo que se pruebe en el proceso.

Al 10: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 11: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 12: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 13: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 14: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 15: No es un hecho, es una argumentación de la parte que debe ser probada.

Al 16: No es un hecho, es una argumentación de la parte que debe ser probada.

Al 17: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 18: En primer lugar, hay varios hechos en este numeral. A los cuales respondo: No
me constan, deben ser probados en el proceso.

Al 19: Al hecho de las visitas y suspensión de servicios públicos respondo: No me
consta, debe ser probado en el proceso. Respecto de la obligación de proveer de
servicios públicos respondo: No es un hecho, es una argumentación de la parte
que debe ser probada.

Al 20: En primer lugar, hay varios hechos en este numeral. A los cuales respondo: No
me constan, deben ser probados en el proceso. En segundo lugar, se incluyen
argumentaciones de la parte a las cuales respondo: No es un hecho, es una
argumentación de la parte que debe ser probada.

Al 21: En primer lugar, se incluyen varios hechos en este numeral. No es cierto como
está planteado, que la ANT no adelanta procesos de legalización de centros



poblados, pues no está dentro de sus competencias darle el estatus de un centro
poblado a zonas de los municipios. Lo que podría llevarse a cabo son otros
procesos en cabeza de la ANT respecto de predios en la zona. Frente a los otros
hechos planteados en este numeral respecto de las características de los
asentamientos denominados “Villa Diana” y “La Cecilita”, es un asunto que debe
ser probado en el proceso.

Al 22: No es cierto como está planteado, porque la ANT realiza varios procesos que
podrían caer en el espectro de “legalización de lotes”. Adicionalmente, la ANT no
realiza legalización de casas, únicamente se tienen competencias sobre terrenos
o predios no sobre actos con relación a inmuebles residenciales.

Al 23: En primer lugar, se incluyen varios hechos en este numeral a los cuales
respondo: No me consta que se prueben en el proceso.

Al 24: No es un hecho, es una argumentación de la parte que debe ser probada.

Al 25: No me consta, que se pruebe dentro del proceso.

Al 26: Hay 2 hechos. Frente a la concertación del nuevo PBOT respondo: No me
consta, que sea probado en el proceso. Frente a la posibilidad de incluir
modificaciones al PBOT en la fase de concertación con la corporación autónoma
regional respondo: No es un hecho, es una argumentación de la parte que debe
ser probada.

Al 27: No me consta, que sea probado dentro del proceso.

II. CONTESTACIÓN A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA

La parte actora identifica un acápite denominado “pedimentos” respecto del cual
contestamos:

 Al A, que los demandados efectuemos adecuaciones al PBOT que está en
concertación ante CORMACARENA para adherir al mismo la legalización de “Villa
Diana” como centro poblado: Me opongo, debido a que no es competencia de la
Agencia Nacional de Tierras (en adelante ANT o la Agencia) efectuar
modificaciones al PBOT de los municipios mediante ninguna norma jurídica.

 Al B, que la adecuación al PBOT se haga en consenso con el Concejo Municipal y
CORMACARENA: Me opongo, debido a que no es competencia de la Agencia
Nacional de Tierras (en adelante ANT o la Agencia) efectuar modificaciones o
participar de consensos al PBOT de los municipios mediante ninguna norma
jurídica.

 Al C, que se incluya al IGAC, Electrificadora del Meta, Madigas Ingenieros, y el
Concejo Municipal de Acacias: No me opongo, si el Despacho considera que estas
entidades tienen responsabilidad o deben ser vinculadas al proceso.



 Al D, que se oficie a la ANT para que efectúe visita al predio “Villa Diana” para
efectos de un trato de equidad y unidad de criterio y para verificar la similitudes
este predio con otros centros poblados que visitó o visitará la Agencia: Me opongo,
porque en la demanda no se identifica fielmente cuales son esos predios que
supuestamente a visitado la Agencia, ni se prueba dichas visitas.

Adicionalmente, porque la actora no sustenta la razón por la cual deben aplicarse
los mismos criterios que se aplican a esos predios que no identifica que al predio
denominado “Villa Diana”. También, porque esta pretensión es propia del ejercicio
del Derecho Fundamental de petición y no se deriva de una violación a un derecho
fundamental colectivo y menos a los derechos colectivos invocados.

 Al segundo B, que se practique visita de rigor por parte del juzgado y las partes:
Me opongo, porque no es una pretensión, se trata de la solicitud de un medio
probatorio que no es propio de las pretensiones en una acción popular pues su
finalidad no es volver las cosas al estado en que estaban o detener la vulneración
de los derechos invocados.

III. EXCEPCIONES DE MÉRITO

1. Falta de legitimación en la causa por pasiva

De acuerdo con la sentencia C-644 de 2011 de la Corte Constitucional, las acciones
populares están concebidas para proteger los derechos colectivos de las actuaciones de
las entidades públicas o particulares que los vulneren y en ese entendido tienen 3
finalidades: preventiva, para evitar el daño de un derecho colectivo, suspensiva, para
hacer cesar la vulneración de derechos colectivos, o restaurativa, para restituir las cosas a
su estado anterior cuando se vulnera derechos colectivos.

Por lo tanto, la legitimación por pasiva referida a las acciones populares se dirige a
establecer cuál es el particular o entidad pública responsable de un agravio que pueda ser
prevenido, suspendido o restaurado respecto de unos derechos colectivos invocados en
la demanda. El artículo 14 de la Ley 388 de 1997 también establece lo anterior, así:

“ARTICULO 14. PERSONAS CONTRA QUIENES SE DIRIGE LA ACCION. La Acción
Popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública
cuya actuación u omisión se considere que amenaza, viola o ha violado el derecho o
interés colectivo. En caso de existir la vulneración o amenaza y se desconozcan los
responsables, corresponderá al juez determinarlos.”

Pues bien, en este caso los derechos colectivos invocados como violados son:

o Moralidad administrativa: se indica que su vulneración se debe a que la
administración municipal permitió construcciones hace unos años sobre los cuales
actualmente inició procesos policivos que los afectan.



o El respeto por las disposiciones jurídicas de realización de construcciones,
edificaciones y desarrollos urbanos, dando prevalencia a la calidad de vida de los
habitantes, debido a que se realizaron construcciones en “ Villa Diana” que no
cuentan con debida legalización por falta de acción de la Administración pública en
declararlo centro poblado rural y emprender acciones para su legalización.

o Los derechos de los consumidores y usuarios: no argumentan su vulneración más
allá de afirmar que es necesario el estatus de centro poblado rural para “Villa
Diana”.

De manera que para que haya legitimación en la causa por pasiva frente a la ANT, la
entidad debe haber amenazado o vulnerado alguno de los 3 derechos invocados, lo cual
no es posible, porque las competencias de la ANT no se dirigen a ninguno de dichos
derechos colectivos en este caso concreto, debido a las siguientes razones.

Por un lado, la violación de la moralidad administrativa, se refiere a acciones u omisiones
por falta de ética y moral que afecten bienes jurídicos, o mala fe especialmente dirigida al
buen manejo de recursos públicos. También a que no se no se actúa por fuera de la
legalidad, y no se desvíe el interés general a un interés particular.1 Este caso no trata del
manejo de recursos públicos, no se reprocha a la ANT que haya incurrido en falta de ética
o moral y mucho menos se señala que se actúe fuera de la legalidad. De hecho, lo que
sostenemos es que no hay un marco normativo para que la ANT sea competente de
resolver el problema que plantea la comunidad, sino más bien corresponde a otras
entidades públicas.

En efecto, en la justificación de la vulneración los accionantes no identifican una conducta
de la ANT como generadora de la vulneración sino a otra entidad pública.

Tampoco existen acciones identificadas en las cuales la ANT haya o este por privilegiar
un interés particular sobre uno general. Si se hiciera referencia a que en la zona del
municipio de Acacias se estén desarrollando procesos sobre predios por parte de la ANT
esto no constituye privilegio de intereses particulares sino una concreción del mandato
legal de la entidad respecto de garantizar el derecho fundamental al acceso progresivo a
la tierra de todos los ciudadanos que cumplan con los requisitos legales.

Los ciudadanos deben solicitar a la Agencia el inicio o vinculación a procedimientos de
acceso a tierras si consideran que tienen legitimidad y surtir los trámites. Para los
accionantes no hay prueba en la demanda que demuestre que han iniciado alguna
petición ante la ANT y que esta entidad se haya negado o haya privilegiado a otras
personas sin justa causa.

1 Concepto de vulneración de la moralidad administrativa como derecho colectivo: ver Consejo de
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera sentencia del 8 de junio de 2011. Rad
No: 25000232600020050133001(AP). C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa



Por otro lado, el respeto por las disposiciones jurídicas de realización de construcciones,
edificaciones y desarrollos urbanos, dando prevalencia a la calidad de vida de los
habitantes, ha sido estudiado por la jurisprudencia del Consejo de Estado, la cual ha
definido que su vulneración se concreta en el acatamiento del principio de función social y
ecológica de la propiedad junto con un uso racional del suelo, la protección del espacio
público al momento de construir, el respeto de los derechos ajenos y no abusar del
derecho propio.2

En esta categoría carece de competencia absolutamente la ANT para sostener que una
acción u omisión de la entidad puede vulnerar este derecho. Para este caso, no se
prueba, además, que la ANT haya traspasado la legalidad y esté actuando fuera de ella, y
los accionantes son claros en identificar a la Administración Pública como supuestos
responsables de esta violación y no a la Agencia.

En lo que toca al derecho de los consumidores y usuarios este es entendido como3 la
protección de los ciudadanos en relación con distribuidores y proveedores de servicios, es
decir empresas que manejan una posición dominante y se desenvuelven en el mercado
prestando bienes y servicios a los ciudadanos. Esta tampoco es una categoría en la cual
la ANT este involucrada o pueda ejercer una acción u omisión que afecte el derecho pues
no es proveedor, ni distribuidor de bienes y servicios en la economía de mercado. Es una
entidad pública frete a la cual no aplica este concepto. Tanto así que en la demanda no se
justifica el concepto de violación de este derecho invocado.

Se destaca como otro elemento que indica la falta de legitimación en la causa por pasiva
de la ANT, que la petición de la demanda dirigida en cabeza de la agencia es una petición
propia del ejercicio del derecho de petición. Es decir, es una petición que podía haber sido
puesta de presente a la Agencia fácilmente a través de una petición por los medios
dispuestos para ello y protegida por el derecho fundamental de petición.

Precisamente, en las documentales anexadas con la demanda no hay prueba de
recepción de las cartas por parte de la ANT que certifique que en efecto esta Agencia
conoció de las pretensiones de la actora antes de este proceso. La petición realizada en
los documentos anexados a la demanda no se dirige a la ANT sino a la Alcaldía Municipal
de Acacías y a CORMACARENA respecto de los cuales este juzgado debe determinar su
responsabilidad. Tampoco se allega prueba de otra petición específica a la ANT respecto
de su competencia en los hechos alegados en la demanda.

Lo que los accionantes reclaman de la ANT realmente, es su intervención en la situación
social que presentan, en lo que pueda ser de su competencia, pero ello no quiere decir
per se que la entidad este amenazando o vulnerando un derecho colectivo, simplemente
que es posible que pueda desplegar acciones para mejorar la situación de la comunidad

2 Consejo de estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera. Sentencia del 1 de
nooviembre de 2019. Rad No: 68001233100020120010402 (AP). C.P. Hernando Sánchez Sánchez.
3 Corte Constitucional. Sentencia C-133 de 2014. M.P. Alberto Rojas Ríos.



sin estar afectando sus derechos previamente.

En esta línea, es claro en la Ley 472 de 1998, que en la ejecución de las acciones
populares los jueces pueden vincular a entidades u autoridades administrativas, que
puedan llegar a tener competencias relacionadas con el asunto del fallo, pero que no por
ello son responsables de amenaza o vulneración a los derechos colectivos invocados,
pues se trata de que colaboren en el cumplimiento del fallo. El artículo 34 en su inciso
final dispone al respecto:

“ARTICULO 34. SENTENCIA. (…)

En la sentencia el juez señalará un plazo prudencial, de acuerdo con el alcance de sus
determinaciones, dentro del cual deberá iniciarse el cumplimiento de la providencia y
posteriormente culminar su ejecución. En dicho término el juez conservará la
competencia para tomar las medidas necesarias para la ejecución de la sentencia de
conformidad con las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil y podrá
conformar un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia en el cual
participarán además del juez, las partes, la entidad pública encargada de velar por el
derecho o interés colectivo, el Ministerio Público y una organización no gubernamental
con actividades en el objeto del fallo.

También comunicará a las entidades o autoridades administrativas para que, en
lo que sea de su competencia, colaboren en orden a obtener el cumplimiento del
fallo.” (Resaltado propio).

Por tanto, no es necesario que la ANT sea vinculada como demandada o declarada como
responsable en este proceso, para que eventualmente sea llamada por este juzgado si
encuentra que la Agencia puede desplegar acciones que colaboren con el cumplimiento
de fallo favorable a los accionantes.

2. Ausencia de prueba de la amenaza o daño a los derechos colectivos
invocados

No obra prueba en el expediente de que la ANT haya incurrido en acciones u omisiones
que lleven a establecer que se ha vulnerado los derechos colectivos invocados, en las
modalidades que fueron explicadas en el numeral anterior.

Adicionalmente, debe recordarse que el municipio de Acacias ha sido declarado de
especial importancia ambiental en sus PBOT pues es un ecosistema asociado al Parque
Nacional Natural Sumapaz, en ese sentido su enfoque es de sostenibilidad ambiental.4

Además, se debe tener en cuenta que el área donde está ubicada la Vereda Rancho
Grande y debe ser estudiada para determinar si no está en zona de protección ambiental,

4 Es exaltado también en el documento de diagnóstico para la revisión y actualización del PBOT del
2011.



recuperación paisajística, rehabilitación natural o zona de alto riesgo por desastres
naturales como se definen en los PBOT del Municipio, pues ello impacta en las
regulaciones que pueden o no desarrollarse en ese territorio. Esto de acuerdo con el
artículo 35 de la Ley 388 de 1997.5

Al respecto, la Alcaldía de Acacias determina en el actual documento diagnóstico para
revisión y ajuste del PBOT del municipio6 que hay una Reserva Natural de la Sociedad
Civil (RNSC) denominada “Villa Diana”, y que por tanto las normas urbanísticas definidas
para esos lugares deberán estar acordes a la zonificación ambiental y medidas de manejo
definidas en el PBOT. Será necesario establecer cuales son dichas normas y si toda el
área o parte del área donde está la comunidad se enmarca en esta zona de reserva.

3. La ANT no es responsable de amenaza o vulneración de derecho colectivos
que se llegaré a establecer; su protección corresponde a otras autoridades
públicas

En la presente acción popular, se pretende radicar la responsabilidad de la amenaza o
vulneración de derechos colectivos en cabeza de autoridades públicas. Para que ello
ocurra, es necesario cumplir con los presupuestos generales de la responsabilidad
enmarcados en el contexto de la protección de derechos colectivos, los cuales son:

a) Que haya una obligación legal de asumir una acción de protección frente a los
derechos colectivos invocados.

b) Que haya una amenaza o vulneración a los derechos colectivos invocados.

c) Que haya una acción u omisión por parte de la autoridad pública que se señala
como responsable y que esa sea la causa de la amenaza o vulneración de los
derechos invocados.

5 “ARTICULO 35. SUELO DE PROTECCION. Constituido por las zonas y áreas de terrenos localizados dentro
de cualquiera de las anteriores clases, que por sus características geográficas, paisajísticas o ambientales,
o por formar parte de las zonas de utilidad pública para la ubicación de infraestructuras para la provisión
de servicios públicos domiciliarios o de las áreas de amenazas y riesgo no mitigable para la localización de
asentamientos humanos, tiene restringida la posibilidad de urbanizarse.”
6 Municipio de Acacias, Meta. Secretaría de Planeación y Vivienda. (2020) Documento diagnóstico:
revisión y ajuste del PBOT. Pg. 109. Recuperado de:
https://www.acacias.gov.co/documentos/1267/pbot/

https://www.acacias.gov.co/documentos/1267/pbot/


Ya se hizo referencia en los numerales anteriores, a la amenaza o vulneración a los
derechos colectivos invocados, determinando que no existe prueba, ni sustento legal
desde la interpretación de los derechos estudiados en el presente proceso, que conlleve a
determinar una vulneración a los mismos por parte de la ANT. Por ello, aquí nos
referiremos a los otros dos elementos: la obligación legal de la ANT frente a los derechos
invocados y la supuesta omisión de la ANT señalada en la demanda como generadora de
amenaza o vulneración a los derechos invocados.

3.1 Ausencia de obligación legal por parte de la ANT de velar por los
derechos colectivos invocados

El objeto de la ANT es ejecutar la política de ordenamiento social de la propiedad rural
formulada por el Ministerio Agricultura y Desarrollo Rural, para lo cual deberá gestionar el
acceso a la tierra como factor productivo, lograr la seguridad jurídica de ésta, promover su
uso en cumplimiento de la función social la propiedad y administrar y disponer los predios
rurales de propiedad de la Nación según el Decreto 2363 de 2015.

De tal forma que, no le corresponde a la agencia garantizar la protección de los derechos
de los consumidores o usuarios, ni es una entidad que se oriente a prestar bienes y
servicios a ciudadanos desde el contexto de consumidores. Tampoco le corresponde
velar por que se sigan las normas urbanísticas y el correcto uso de suelos en los
municipios del país. A pesar de que su objeto se relaciona con garantizar el acceso a la
tierra y seguridad jurídica de predios, lo cual se acerca al contexto fáctico del proceso, no
se está reclamando la vulneración del tipo de derechos que están en cabeza de la ANT.

Podría sostenerse que la Agencia tiene ciertas competencias para solventar las
problemáticas territoriales expuestas en este caso, pero ciertamente no devienen de una
vulneración de derechos colectivos, y en ese sentido, si los accionantes consideran que
hay competencia de la ANT les corresponde solicitarlo a través de otros medios legales
como el Derecho Fundamental de Petición y muchos otros mecanismos, pero no a través
de una acción popular. Incluso, como se mencionó, se podría vincular a la ANT a este
proceso en la etapa final cuando haya un fallo que favorable a los accionantes que
suponga alguna intervención de la Agencia en virtud de sus competencias, pero no, de la
amenaza que este causando a derechos colectivos.

Frente al derecho colectivo de moral administrativa, todas las entidades públicas son
susceptibles de ser responsables de su eventual violación, pero ello no da pie para que
sea una excusa para alegar este derecho y vincular a cualquier entidad pública a un
proceso judicial. En este caso, la moral administrativa de la ANT, enmarcada en la ética,
la buena fe y el velar por el interés general, no se compromete porque no debe desplegar
actos para garantizar los otros dos derechos colectivos de contenido sustancial
predominante y a los cuales se les asignan responsabilidades más concretas. Es decir, no
se compromete porque no esta encargada de velar por el cumplimiento de las normas
urbanísticas y el correcto desarrollo del municipio de Acacias, ni por garantizar un buen
trato a los accionantes como consumidores y usuarios.

3.2 La obligación de protección de los derechos colectivos invocados está
en cabeza de otras autoridades públicas



El presente proceso versa en últimas sobre el ordenamiento territorial del municipio de
Acacias, Meta y según la Ley 388 de 1997 esto le corresponde a los municipios. También
puede identificarse como acción urbanística, que al mismo tiempo, está en cabeza de las
entidades administrativas municipales,7 lo cual, incluye realizar acciones como: la
clasificación del territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana, la definición de
usos del suelo, porcentajes de ocupación, clases y uso de edificaciones entre otras
normas urbanísticas. Dicho ordenamiento y acciones urbanísticas deben estar contenidas
en los Planes de Ordenamiento Territorial (POT o PBOT) de los Municipios8.
Precisamente, a dichos aspectos es que se refiere la demanda y los derechos colectivos a
los cuales se refiere la actora.

Según el artículo 23 de la Ley 388 y siguientes, se establece que le corresponde a las
administraciones municipales y distritales formular, surtir la participación democrática de
la población, concertar y adoptar los POT o PBOT de sus territorios. Además, en el
parágrafo de esta norma se establece la obligatoriedad de consultar con las
Corporaciones Autónomas Regionales del municipio en lo de su competencia.

Otro punto importante al respecto es que es deber de los alcaldes promover la revisión y
expedición de nuevos POT con base en estudios que justifiquen esa necesidad, porque
ya hayan cumplido su vigencia o básicamente porque la administración decide realizarlo y
tiene un sustento para ello.

Para el municipio de Acacias, se ha tenido unos PBOT formulados en 2000 y 2011. Este
último es el vigente hasta que se consolide el formulado para los próximos años que es el
instrumento en el cual los accionantes solicitan que se incluya como centro poblado a
“Villa Diana”. Para la formulación de este nuevo instrumento se han hecho revisiones y
seguimiento a los PBOT anteriores y su aplicación, así como un diagnóstico. En el PBOT
del 2011, se potencian las zonas rurales con el turismo rural, consolidación de centros
poblados rurales y reglamentación de los usos de la misma, como en la clasificación de
suelo suburbano, dentro de la cual están enmarcadas las regulaciones aplicables a la
vereda Rancho Grande.9

7 Artículo 8, Ley 388 de 1997.
8 Planes Básicos de Ordenamiento Territorial en su forma simplificada según el artículo 16 de la Ley
388 de 1997.
9 Art 26 PBOT 2011 Acacias: “Se entiende por suelo suburbano una faja de terreno de 600 metros de
ancho, del cual su eje coincide con el eje vial de las siguientes vías: Vía Nacional Villavicencio –
Granada; corredor vial Rancho Grande - Cruce De San José; Corredor vial Cruce de San José – San
Isidro de Chichimene – Vereda la Esmeralda - Cabecera Municipal; corredor vial veredas Santa Teresita –
Montelibano – El Resguardo. Ver mapa PB-1 Clasificación General del Suelo.”



Las áreas de suelo suburbano son definidas en el artículo 34 de la Ley 388, como
aquellas que pueden ser objeto de desarrollo con restricciones de uso, de intensidad y de
densidad, garantizando el autoabastecimiento en servicios públicos domiciliarios. También
hace referencia a la manera en que estas áreas suburbanas, se incorporan al suelo
urbano. El proceso supone contar con más factores que los servicios públicos
domiciliarios, así:

“(…) Los municipios y distritos deberán establecer las regulaciones
complementarias tendientes a impedir el desarrollo de actividades y usos urbanos
en estas áreas, sin que previamente se surta el proceso de incorporación al suelo
urbano, para lo cual deberán contar con la infraestructura de espacio público, de
infraestructura vial y redes de energía, acueducto y alcantarillado requerida para
este tipo de suelo.”

En efecto, de un estudio de revisión y análisis de los PBOT10 de los años 2000 y 2011 del
Municipio de Acacias, se concluye que se debe hacer una revisión de los datos
poblacionales de las zonas rurales y suburbanas para analizar los posibles ajustes en
normas urbanísticas que se tengan que hacer como la regulación de las construcciones.
Se dice que en el PBOT del 2011 no se definió con claridad la función de los centros
poblados rurales que permita su reglamentación en normas urbanísticas.

El estudio concluye que:

“2.1.1.1.5 Dinámicas poblacionales

El PBOT del 2000 ni el PBOT del 2011 cuentan con datos poblacionales necesarios para
determinar tendencias que permitan definir categorías, clasificaciones y dimensiones de los
tipos de suelo.

En ninguno de los documentos consultados que conforman el PBOT del 2000 se
incluyen los datos de población necesarios para determinar las tendencias de
crecimiento (o pérdida) de población en los ámbitos urbanos y rurales, para definir
si las categorías, clasificaciones y dimensiones de los tipos de suelo identificados,
corresponden a la realidad presente. En la revisión actual, debe hacerse un detallado
análisis del posible impacto que las dinámicas poblacionales pueden generar en la

10 Universidad Distrital Francisco José de Caldas. (2019) Documento de seguimiento y evaluación. PBOT
Acacias. Recuperado de:
https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUK
EwjwrruuneDyAhU0SzABHbmLDF0QFnoECAMQAQ&url=https%3A%2F%2Fwww.acacias.gov.co%2Fl
oader.php%3FlServicio%3DTools2%26lTipo%3Ddescargas%26lFuncion%3Ddescargar%26idFile%3D
5196&usg=AOvVaw0clBhQTRkUFIDG_U5InylJ

https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUKEwjwrruuneDyAhU0SzABHbmLDF0QFnoECAMQAQ&url=https%3A%2F%2Fwww.acacias.gov.co%2Floader.php%3FlServicio%3DTools2%26lTipo%3Ddescargas%26lFuncion%3Ddescargar%26idFile%3D5196&usg=AOvVaw0clBhQTRkUFIDG_U5InylJ
https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUKEwjwrruuneDyAhU0SzABHbmLDF0QFnoECAMQAQ&url=https%3A%2F%2Fwww.acacias.gov.co%2Floader.php%3FlServicio%3DTools2%26lTipo%3Ddescargas%26lFuncion%3Ddescargar%26idFile%3D5196&usg=AOvVaw0clBhQTRkUFIDG_U5InylJ
https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUKEwjwrruuneDyAhU0SzABHbmLDF0QFnoECAMQAQ&url=https%3A%2F%2Fwww.acacias.gov.co%2Floader.php%3FlServicio%3DTools2%26lTipo%3Ddescargas%26lFuncion%3Ddescargar%26idFile%3D5196&usg=AOvVaw0clBhQTRkUFIDG_U5InylJ
https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUKEwjwrruuneDyAhU0SzABHbmLDF0QFnoECAMQAQ&url=https%3A%2F%2Fwww.acacias.gov.co%2Floader.php%3FlServicio%3DTools2%26lTipo%3Ddescargas%26lFuncion%3Ddescargar%26idFile%3D5196&usg=AOvVaw0clBhQTRkUFIDG_U5InylJ


cobertura de servicios públicos, en las áreas de protección, en la estructura ecológica y
los posibles ajustes en las normas urbanísticas generales (densidad poblacional, paisaje
urbano, altura de la edificación, índices de ocupación y construcción, entre otros),
tanto en suelo urbano (consolidado y de expansión) como en suelo rural suburbano.”

En el mismo documento también se incluyen diversos apartes11 que apuntan a señalar
que en los PBOT no se ha hecho una definición de usos diferenciales del suelo suburbano
de Acacias, así como prestar más atención a los centros poblados entre lo urbano y lo
rural.

En adición, en el actual documento de diagnóstico para la revisión y actualización del
PBOT de 2011 del municipio de acacias12, la alcaldía reconoce que es necesario ampliar
el perímetro urbano y de expansión urbana. Adicionalmente, señala de manera explícita
que hay necesidades turísticas en la zona rural que requieren de edificaciones que no
están permitidas por lo cual sugiere que esto debe ser abordado y dar soluciones para
evitar los “proyectos campestres informales”.

Con lo anterior, queda comprobado que corresponde a la Alcaldía municipal de Acacias
atender las preocupaciones de la actora respecto del ordenamiento territorial de la zona
rural del municipio, en concertación con CORMACARENA, pero en cabeza de la
municipalidad. Será el Despacho quien determine si actualmente se puede decir que se
ha vulnerado algún derecho colectivo por la demora en la revisión y actualización del
PBOT de 2011 debido a los notables cambios demográficos y de actividades económicas
de la zona, o si la Administración está incumpliendo algún deber legal con las pruebas
que sean allegadas al proceso.

En el punto de los derechos de consumidores y usuarios, es probable que la alcaldía de
Acacias también se competente como regulador de los servicios que se prestan en su
municipio, pues los accionantes pueden ser vistos como usuarios de constructoras o
vendedores con una posición dominante a los cuales han comprado sus viviendas sin
contar con documentos legales para realizar las edificaciones y mucho menos para
trasferir la propiedad de las mismas. En ese sentido, los derechos de los accionantes
como consumidores pueden verse amenazados y que la Alcaldía de Acacias pueda ser
responsable de no protegerlos si está realizando acciones que desconocen la
vulnerabilidad de los habitantes de la vereda frente a actores poderosos que realizan
construcciones ilegales.

En últimas, la ANT no tiene la competencia para reparar o cesar la amenaza o vulneración
de los derechos colectivos invocados especialmente frente a las normas urbanísticas. Lo
máximo que podría adelantar la Agencia, son procesos de subsidio integral de tierras,
formalización de predios o dotación de tierras que sean pertinentes por las características
del territorio y las particulares de los demandantes, pero ello requiere de la demanda de
los mismos a la autoridad, o de la dinámica de su inclusión en los planes de ordenamiento

11 Ibídem, pp. 63
12 Citado previamente.



social del territorio de acuerdo a la priorización realizada en las micro focalizaciones
trazadas a nivel nacional para todas las regiones, las cuales dependen de diversos
factores a considerar. De manera que la actual ausencia de un proceso de este talante en
el territorio donde se asientan los actores no implica amenaza o vulneración de derechos
colectivos.

4. Ausencia de involucramiento de la parte actora en los procesos de
participación ciudadana de la actualización del PBOT que se adelanta

En el proceso de revisión del actual PBOT del municipio de Acacias, se debe abrir
espacios para la participación ciudadana en el mismo. Este es el escenario ideal para que
la actora indicara sus inconformidades y necesidades respecto del ordenamiento territorial
y normas urbanísticas que la afectan. Sin embargo, la actora no ha probado en la
demanda que haya participado de estos espacios y que sus solicitudes no hayan sido
tenidas en cuenta por la Administración.

Menos aún, ha probado que se le negó, impidió o dificultó la participación democrática en
dichos espacios. Es importante que el Despacho revise este elemento pues es un indicio
fundamental para esclarecer si la parte actora mostró interés en realizar una acción
primordial que tiene a su disposición para lograr la protección y garantía de los derechos
colectivos que alega en esta oportunidad como violados.

Lo anterior, debido al principio general del derecho mediante el cual nadie puede alegar la
propia culpa. Entendiendo eso sí que en derechos colectivos, no se puede resumir la
responsabilidad en las acciones de los ciudadanos y obviar las omisiones de las
entidades públicas, pero si considerando que la actitud y acciones desplegadas por los
ciudadanos en el marco de la participación democrática son un indicio fundamental para
probar las vulneraciones de los derechos que alega.

Así las cosas, respetuosamente la Agencia hace un llamado para que la honorable jueza
considere quienes son los verdaderos encargados de responder a la comunidad y excluya
a la ANT como entidad demandada en este proceso.

IV. PRUEBAS

En ejercicio del derecho de defensa y contradicción frente a la demanda se solicitan las
siguientes pruebas:

1. Documentales: Solicito señora Magistrada que sean declaradas y tenidas como
pruebas los siguientes documentos que anexo con la contestación:

a. Documento de seguimiento y evaluación del PBOT del Municipio de Acacias
del año 2019, trabajado con la intervención de la Universidad Distrital
Francisco José de Caldas, la Federación Colombiana de Municipios y la
Alcaldía de Acacias.



b. Documento diagnóstico: revisión y ajuste del PBOT del año 2020, trabajado
por la Secretaría de Planeación y Vivienda del Municipio de Acacias, Meta.

2. Prueba por informe: De conformidad con el artículo 217 CPACA y el artículo 76
numeral 4 de la Ley 472 de 1998 solicito que el representante legal administrativo
del Municipio de Acacias, Meta, es decir, su alcalde o la persona que corresponda,
rinda informe escrito bajo juramento a este Despacho sobre los siguientes hechos:

I. ¿Cuál es el actual PBOT del Municipio de Acacias?

II. ¿En qué estado está la actualización del PBOT del Municipio de Acacias?

III. ¿Alguno de los demandantes en esta acción popular participó de los espacios de
participación ciudadana para formular la actualización del PBOT? ¿Quiénes?

IV. ¿Cuál es el procedimiento y requisitos vigentes en el municipio de Acacias para
incluir un asentamiento humano como centro poblado?

V. ¿Qué requisitos y procedimientos existen en el municipio de Acacias actualmente
para legalizar asentamientos humanos o barrios como parte del casco urbano?

VI. ¿Cuáles son las entidades municipales encargadas de realizar los trámites
anteriores en caso de existir?

VII. ¿Cómo pueden solicitar los ciudadanos que el territorio en el cual están asentados
sea incluido como centro poblado o como parte del casco urbano del municipio de
Acacias?

VIII. ¿Qué acciones ha llevado a cabo para garantizar la calidad de vida de los
ciudadanos en las construcciones y edificaciones que se han desarrollado en la
vereda de Rancho Grande ubicada en el sur oriente del municipio?

V. NOTIFICACIONES

El ente accionado Agencia Nacional de Tierras - ANT, recibirá notificaciones y
comunicaciones en el correo electrónico: jurídica.ant@agenciadetierras.gov.co

El suscrito recibirá comunicaciones en los correos electrónicos: carlosvivasp@gmail.com
y/o carlos.vivas@ant.gov.co

Atentamente,

mailto:carlosvivasp@gmail.com
mailto:carlos.vivas@ant.gov.co


CARLOS HERNANDO VIVAS PEREZ
C.C. 76.328.360 de Popayán
T.P. No. 194.129 del CSJ
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H. Magistrada
NOHRA EUGENIA GALEANO PARRA
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META
sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co
Villavicencio - Meta

Referencia:

ASUNTO OTORGAMIENTO DE PODER
MEDIO DE CONTROL ACCION POPULAR
DEMANDANTE JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO

GRANDE Y OTROS
DEMANDADO MUNICIPIO DE ACACIAS – CORMACARENA - AGENCIA

NACIONAL DE TIERRAS
EXPEDIENTE 50001- 33-33-002-2021-00371-00

JOSÉ RAFAEL ORDOSGOITÍA OJEDA, identificado con la cédula de ciudadanía No
1.032.405.689, con Tarjeta Profesional No 217.212 del Consejo Superior de la Judicatura,
nombrado mediante Resolución No. 19386 del 27 de octubre de 2020 y Acta de posesión
No. 065 del 3 de noviembre de 2020, actuando en calidad de Jefe de la Oficina Jurídica
de la Agencia Nacional de Tierras – ANT, agencia estatal de naturaleza especial, creada
mediante el Decreto 2363 de 2015 y de conformidad con la delegación de funciones
señalada en artículo 1º, literal g) de la Resolución 292 de 13 de marzo de 2017,
modificada y adicionada por la Resolución No. 20221000003366 del 21 de enero de 2022;
confiero poder amplio y suficiente al abogado titulado y en ejercicio CARLOS
HERNANDO VIVAS PEREZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 76.328.360 de
Popayán, portador de la Tarjeta Profesional No. 194.129 expedida por el Consejo
Superior de la Judicatura, para que represente a la Agencia Nacional de Tierras - ANT
dentro del proceso de la referencia.

Para el buen uso de su gestión, el apoderado tendrá todas las facultades propias del
mandato, así como las demás consagradas en los artículos 75 y 77 del Código General
del Proceso.
El presente poder no requiere presentación personal de conformidad a lo preceptuado en
el artículo 5 del decreto 806 del 4 de junio de 2020.

Adicionalmente y de conformidad con los artículos 56 y 67 de la Ley 1437 de 2011,
manifiesto el interés de la Agencia Nacional de Tierras de ser notificada al correo



electrónico jurídica.ant@ant.gov.co.

Atentamente,

________________________________
JOSÉ RAFAEL ORDOSGOITÍA OJEDA
Jefe Oficina Jurídica

Acepto,

_________________________________
CARLOS HERNANDO VIVAS PEREZ
C.C. 76.328.360 de Popayán
T.P. No. 194.129 del CSJ
carlosvivasp@gmail.com
carlos.vivas@ant.gov.co
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27 días de octubre del 2020.
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RV: CORMACARENA OFICIO PS.GJ 1.2.22.3485 Proceso No. 50001-33-33-002-2021-00371-00- ACCION POPULAR-
JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO GRANDE Y OTROS.

Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio <sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 22/03/2022 12:09
Para:  Gina Paola Rodriguez Gomez <grodrigg@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Iser Leonardo Tejeiro Quintero <itejeirq@cendoj.ramajudicial.gov.co>

De: correspondencia despachada <correspondencia@cormacarena.gov.co>

Enviado: martes, 22 de marzo de 2022 9:31 a. m.

Para: Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio <sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: CORMACARENA OFICIO PS.GJ 1.2.22.3485 Proceso No. 50001-33-33-002-2021-00371-00- ACCION POPULAR- JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL
VEREDA RANCHO GRANDE Y OTROS.
 

-- 

Cordialmente,

Janeth G

Correspondencia 

Subdirección Administrativa y Financiera

correspondencia@cormacarena.gov.co

Tel.: (+57) 6729576

Cra 44C  # 33B - 34 Barrio Barzal 
 Villavicencio (Meta) - Colombia

http://www.cormacarena.gov.co

Piensa en verde, no imprimas este correo si no es estrictamente necesario.

Declinación de responsabilidad
Para más información haga clic aquí
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PS-GJ.1.2.22.3485 

 

Villavicencio, 

 
 

 
Señor (es): 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META 
Atte. Dra. NOHRA EUGENIA GALEANO PARRA 
Magistrada 

Correo electrónico: sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
Villavicencio Meta 

 
 

Proceso No. 50001-33-33-002-2021-00371-00 

 
Medio de control: ACCIÓN POPULAR 

 

Demandante:  JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO GRANDE Y 

OTROS. 
 

Demandado (s): MUNICIPIO DE ACACIAS – CORMACARENA – AGENCIA 
NACIONAL DE TIERRAS. 

 

JORGE ALEJANDRO SÁNCHEZ RIVEROS, colombiano en ejercicio, identificado con cédula de 
ciudadanía No. 74.370.703 expedida en Duitama (Boyacá), de profesión Abogado, portador 
de la T.P. No. 277.824 del C.S. de la J., actuando en calidad de apoderado judicial de la 
Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial La Macarena – 
CORMACARENA (entidad pública creada por el Artículo 38 de la Ley 99 de 1993), tal como 
lo acredito mediante poder especial, amplio y suficiente que adjunto, conferido por el señor, 
Abog. JUAN CARLOS MEDINA GONZÁLEZ, quien obra como Jefe de Oficina Jurídica de la 
Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial La Macarena; 
delegado por el Director General de la Corporación para otorgar poder, mediante Acuerdo 
del Consejo Directivo No. PS-GJ. 1.2.42.2.20.03 del 18 de marzo de 2020 y acto 
administrativo No. PS-GJ.1.2.6.20.0250 del 10 de junio de 2020, comedidamente y dentro 
del término legal acudo a su Despacho a presentar la contestación de la demanda del 
proceso de la referencia, en los siguientes términos: 

 
I. SOBRE LA ENTIDAD ACCIONADA 

 

Es accionada en el proceso de la referencia la Corporación para el Desarrollo Sostenible del 
Área de Manejo Especial La Macarena - Cormacarena, la cual es un ente corporativo 
autónomo creado por la Ley (artículo 38 de la Ley 99 de 1993), de carácter público, que se 
relaciona con el nivel nacional, departamental y municipal, integrado por las entidades 
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territoriales que por sus características constituyen geográficamente un mismo ecosistema 
o conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica. Dotada de autonomía 
administrativa y financiera, patrimonio propio y personería jurídica, encargada por la ley de 
administrar dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, propender por su desarrollo sostenible y principalmente de promover la 
conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y del medio ambiente 
del Área de Manejo Especial la Macarena, dirigir el proceso de planificación regional de uso 
del suelo para mitigar y desactivar presiones de explotación inadecuada del territorio, y 
propiciar con la cooperación de entidades nacionales e internacionales la generación de 
tecnologías apropiadas para la utilización y conservación de los recursos y del entorno del 
AMEM, de conformidad con las disposiciones legales y las políticas del Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 

 
Si bien su jurisdicción inicialmente correspondió al Área de Manejo Especial la Macarena y 
posteriormente, ésta fue ampliada a toda la jurisdicción del Departamento del Meta 
mediante la Ley 1938 de fecha Veintiuno (21) de septiembre de 2018, por la cual se 
modifican parcialmente los artículos 33 y 38 de la Ley 99 de 1993. 

 
II. SOBRE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones (principales y subsidiarias) en cuanto 
involucren a CORMACARENA por carecer de sustento fáctico y jurídico, por lo anteriormente 
expuesto solicito respetuosamente a su Despacho que desestime las pretensiones 
formuladas por la parte demandante y proceda a declarar probadas las excepciones 
formuladas por mi representada debido a la falta de competencia por parte de 
CORMACARENA ya que dentro de sus funciones no se encuentra la realización del P.B.O.T 
si no por el contrario el acompañamiento netamente en el desarrollo del Plan de 
Ordenamiento Territorial referente a las funciones de CORMACARENA, la aprobación del 
P.B.O.T ya es competencia del Consejo Municipal y Alcandía Municipal de Acacias. 

 
III. SOBRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
A continuación, me permito manifestarme sobre los hechos de la demanda en el siguiente 
orden: 

 

1.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

2.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

3.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

4.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

5.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

6.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

7.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 



8.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

9.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

10.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

11.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

12.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

13.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

14.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

15.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

16.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

17.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

18.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

19.- No me consta, que se pruebe. El accionante realiza manifestaciones subjetivas carentes 
de pruebas documentales referentes a las visitas realizadas por parte de CORMACARENA a 
la zona de Rancho Grande y habitantes del centro poblado Villa Diana. 

 
20.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

21.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

22.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

23.- Es cierto que el PBOT se encuentra en fase de revisión por parte de mi representada, 
mediante radicado N° 009200 del 27 de abril del 2021 el Municipio de Acacias presentó el 
proyecto de Revisión General y Actualización del Plan Básico de Ordenamiento Territorial. 
En respuesta al radicado mencionado, mediante oficio No. PM-GP0.1.3.85.21.772 del 13 de 
mayo de 2021, la Corporación solicitó complementar la información entregada. 

 

Así mismo, mediante radicado No. 013366 del 28 de mayo de 2021, el Municipio de Acacias 
allegó información complementaria. Habiendo el municipio completado la información 
necesaria para iniciar el proceso de concertación, actualmente desde la competencia de 
cada uno de los Grupos adscritos a la Corporación, nos encontramos en revisión y 
consolidación de observaciones a los documentos técnicos aportados, con el fin de que sean 
subsanados por parte del municipio. 

 
Por lo demás que menciona el Accionante, son afirmaciones subjetivas y no me constan. 



24.- No es un hecho, son afirmaciones subjetivas del Accionante. 

25.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 

26.- No es un hecho que se refiera a mi representada. 
 
27.- No me consta, que se pruebe; el accionante realiza afirmaciones subjetivas. 

 

IV. FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
Procede la Corporación a exponer los argumentos de su defensa, en los siguientes términos: 

 

1.- La Constitución Política de 1991 considerada como la constitución ecológica, 
el principio de desarrollo sostenible y el deber del Estado de planificar el manejo 
de los recursos naturales. 

 
Con la expedición de la Constitución Política de 1991 denominada la Constitución Ecológica 
se configura un sistema ambiental1 como respuesta al “preocupante y progresivo deterioro 
del ambiente y de los recursos naturales renovables”2, con el ánimo además de preservar 
los ecosistemas que subsisten en beneficio tanto de las generaciones actuales como futuras. 

 
En efecto, el Constituyente radica en cabeza del Estado la protección de las riquezas 
naturales de la Nación (artículo 8º) e instituye como un derecho perteneciente a todas las 
personas el gozar de un ambiente sano (artículo 79º). Pero además señala que, si bien es 
el Estado el encargado de abanderar la conservación de áreas de especial importancia 
ecológica, es también el encargado de planificar el aprovechamiento de los recursos 
naturales garantizando su desarrollo sostenible, conservación y sustitución (artículo 80º). 

 

Consagró además la obligación del Estado a intervenir en la explotación de los recursos 
naturales para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad 
de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del 
desarrollo y la preservación de un ambiente sano (artículo 334). 

 
De hecho, dado el carácter preponderante que dio la Constitución Política de 1991 a la 
protección de los recursos naturales, convirtiéndolo en un aspecto fundamental en el 
ordenamiento jurídico colombiano, se ha denominado a ésta como una verdadera 
constitución ecológica por cuanto contiene una serie de disposiciones normativas que 
regulan la estrecha relación entre la sociedad y la naturaleza, así como la protección del 
ambiente. Al respecto, ha señalado la H. Corte Constitucional lo siguiente: 

 

 

 

1 Integra el sistema ambiental enunciado en la Constitución Política de 1991 los siguientes artículos: 8, 63, 67 inciso 
2, 79, 80, 81, 82, 88, 93, 94, 226, 267 inciso 3, 268-7, 277-4, 282-5, 300-2, 310, 313-7-9, 331, 332, 33 inciso final y 
340. 

 
2 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-649 del tres (3) de diciembre de 1997. Expediente No.D-1671, 
Magistrado Ponente: Antonio Barrera Carbonell. 



“[D]e un lado, la protección al medio ambiente es un principio que irradia todo el 
ordenamiento jurídico puesto que es obligación del Estado proteger las riquezas 
naturales de la Nación. De otro lado, aparece como el derecho de todas las personas a 
gozar de un ambiente sano, derecho constitucional que es exigible por diversas vías 
judiciales. Y, finalmente, de la constitución ecológica derivan un conjunto de 
obligaciones impuestas a las autoridades y a los particulares. Es más, en varias 
oportunidades, la Corte ha insistido en que la importancia del medio ambiente en la 
Constitución es tal que implica para el Estado, en materia ecológica, “unos deberes 
calificados de protección”3. 

 
En ese orden de ideas, también ha señalado la Corte que, “a partir de la Constitución de 
1991, se edificó un nuevo paradigma normativo que impone obligaciones al Estado y 
también a los particulares, pues, el medio ambiente no sólo es un derecho sino también un 
bien jurídico constitucionalmente protegido, cuya preservación debe procurarse no sólo 
mediante acciones aisladas estatales sino mediante el concurso de todas las autoridades y 
el diseño de políticas públicas ajustadas a tal objetivo”4. 

 
Ha mencionado además que “la defensa del medio ambiente es un objetivo dentro de la 
forma organizativa de Estado Social de Derecho acogida en Colombia que involucra aspectos 
relacionados con el manejo, uso, aprovechamiento y conservación de los recursos naturales, 
el equilibrio de los ecosistemas, la protección de la diversidad biológica y cultural, el 
desarrollo sostenible y la calidad de vida del hombre entendido como parte integrante de 
ese mundo natural, temas que entre otros, han sido reconocidos ampliamente por nuestra 
Constitución Política en muchas normas que establecen claros mecanismos para proteger 
este derecho y exhortan a las autoridades a diseñar estrategias para su garantía y su 
desarrollo”5. 

 
Ahora bien, frente al principio de desarrollo sostenible6 y el deber del Estado de planificar el 
uso de los recursos naturales contemplado en el artículo 80 constitucional, la Corte 
Constitucional ha señalado que ambos buscan armonizar el derecho al desarrollo económico 
de la Nación con la protección al ambiente. Ha mencionado además que lo contemplado en 
dicha disposición constitucional es la expresión del principio de solidaridad intergeneracional 
que consiste en satisfacer las necesidades de las generaciones presentes pero sin 

comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer las propias, i.e., “ el 
desarrollo sostenible debe permitir elevar la calidad de vida de las personas y el bienestar 

 

 
 

3 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-126 de 1998, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
 

4 Ibidem, sentencia C-443 de 2009. M.P. Humberto Sierra Porto. 
 

5 Ibid, al respecto pueden consultarse las siguientes sentencias: T-254 de 1993. M.P. Antonio Barrera Carbonell; T- 
453 de 1998, M.P. Alejandro Martínez Caballero; C-671 de 2001, M.P. Jaime Araujo Rentería y C-595 de 2010, M.P. 
Jorge Iván Palacio Palacio. 

 
6 En sentencia C-299 de 1999 la Corte aterrizó dicho concepto al señalar que éste es la expresión moderna de la 
política ambientalista, i.e., la armonización entre el crecimiento económico y el desarrollo ambiental. Mencionó 
además que éste constituye una clara e indiscutible expresión de la más genuina intervención del Estado en la 
dirección de la economía, si se admite que el uso de este poder comporta, como lo señala el artículo 334 superior, la 
racionalización del uso y aprovechamiento de los recursos naturales y demás bienes productivos, con el fin de 
obtener el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, los beneficios del desarrollo pero también, y por 
sobre todo, la preservación de un ambiente sano. 



social pero sin sobrepasar la capacidad de carga de los ecosistemas que sirven de base 

biológica y material a la actividad productiva”. 
 

De hecho, a través de la sentencia C-519 de 1994 señaló la Corte que la libertad de la 
actividad económica que desarrollan los particulares está limitada por la necesidad de 
preservar y conservar un ambiente sano y que el Estado es responsable de garantizar el 
cumplimiento del principio de desarrollo sostenible. Al respecto señaló: 

 
“[L]a satisfacción de las necesidades presentes requiere de planificación económica y 
de responsabilidad en materia de desarrollo, con el fin de que, como se señaló, las 
generaciones futuras cuenten con la capacidad de aprovechar los recursos naturales 
para satisfacer sus propias necesidades. Esa planificación y esa responsabilidad, para el 
caso colombiano, les compete, por mandato constitucional, al Estado y a sus agentes, 
así como a todos los particulares, sin importar en cuál campo económico, político o social 
se encuentren. Para ello, se requiere de una tarea constante y permanente que implica 
siempre un alto grado de participación, de conciencia comunitaria y de solidaridad 
ciudadana”. 

 
En pronunciamiento posterior señaló el Alto Tribunal que la obligación estatal de planificar 
el aprovechamiento de los recursos naturales de tal forma que se logre un desarrollo 
sostenible guarda relación con el derecho a gozar de un ambiente sano; por ende, es 
necesario establecer una política nacional de planificación ambiental que garantice el 
principio de desarrollo sostenible y que las corporaciones autónomas regionales son 
responsables del manejo y conservación del medio ambiente y de los recursos naturales 
renovables, en virtud de la obligación del poder público de planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución. 

 
Incluso, con la sentencia C-339 de 2002 la Corte exaltó el deber de protección y preservación 
de los recursos naturales a través del establecimiento de áreas de explotación, conservación, 
restauración y sustitución para los usos del suelo del territorio nacional y resaltó que tales 
disposiciones no pueden ser vulneradas por las normas que regulan la actividad minera y 
que tampoco se puede pretender su aplicación preferente, al señalar: 

 
“Esta situación revela la conservación de la biodiversidad como un objetivo esencial para 
la sociedad en general, siendo responsabilidad prioritaria de todas las instituciones del 
Estado armonizar su protección con los objetivos de crecimiento económico y desarrollo 
de la actividad minera. Por si sola la diversidad biológica representa un valor económico 
incalculable, si se tiene en cuenta que en Colombia se encuentra el 10% de la 
biodiversidad mundial, a pesar de representar únicamente el 0.7% de la superficie 
continental mundial. Este nuevo esquema en las relaciones entre el hombre y la 
naturaleza hace que el tema ambiental, aun en el campo jurídico, no pueda mirarse 
aislado del proceso económico o únicamente enfocado frente a un sector de la 
producción”. 

 
Entretanto, con la expedición de la Ley 99 de 1993 se consagró la protección de la 
biodiversidad del país como un asunto prioritario cuyo aprovechamiento debe enmarcarse 
en lo sostenible y cuya carga proteccionista es participativa, al integrar no sólo al Estado, 
sino que además, a la sociedad, las organizaciones no gubernamentales e incluso, el sector 
privado. 



 

2.- De las competencias de la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área 
de Manejo Especial La Macarena - Cormacarena. 

 

De acuerdo a las atribuciones de orden legal señaladas para las corporaciones autónomas 
regionales y de desarrollo sostenible a partir de la expedición de la Ley 99 de 1993 son 
considerarlas como máxima autoridad ambiental en sus respectivas jurisdicciones7. En 
relación, a la naturaleza jurídica de las corporaciones, se trata de entes corporativos de 
carácter público, creados por la ley, integrados por las entidades territoriales que por sus 
características constituyen geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad 
geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica, dotados de autonomía administrativa y 
financiera, patrimonio propio y personería jurídica, encargados por la ley de 
administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables y propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las 
disposiciones legales y las políticas del Ministerio del Medio Ambiente. 

 
Respecto de mi representada, la misma fue creada por el artículo 38 de la Ley 99 de 1993 
al considerar: 

“Artículo 38°: De la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Macarena. Créase 
la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial La 
Macarena, CORMACARENA como una Corporación Autónoma Regional que además 
de sus funciones administrativas en relación con los recursos naturales y el medio 
ambiente del área de Manejo Especial La Macarena, reserva de la biosfera y 
santuario de fauna y flora, ejercerá actividades de promoción de la investigación 
científica y transferencia de tecnología, sujeta al régimen especial previsto en esta 
Ley y en sus estatutos, encargada principalmente de promover la conservación y el 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables y del medio 
ambiente del área de Manejo Especial La Macarena, dirigir el proceso de planificación 
regional de uso del suelo para mitigar y desactivar presiones de explotación 
inadecuada del territorio, y propiciar con la cooperación de entidades nacionales e 
internacionales, la generación de tecnologías apropiadas para la utilización y la 
conservación de los recursos y del entorno del área de Manejo Especial La 
Macarena”. 

 
Ahora bien, de acuerdo con lo preceptuado por el Consejo de Estado – Sala de lo 
Contencioso Administrativo – Sección Tercera- Subsección B en sentencia de fecha 
veintisiete (27) de septiembre de 2013 en el radicado No.11001-03-26-000-2005-00051-00 
(31446), Actor: Defensoría Regional de Bolívar, Demandado: Corporación Autónoma 
Regional del Canal del Dique- Cardique y con ponencia del Consejero: Ramiro Pazos 
Guerrero al referirse a la naturaleza jurídica de las corporaciones autónomas regionales 
señaló: 

 

“…Es importante advertir que de conformidad con el artículo 40 de la Ley 489 de 
1998 las Corporaciones Autónomas Regionales son entidades estatales sujetas a 
régimen especial. 

 
 

 

7 Ley 99 de 1993, artículo 31 numeral 2°. 



Ahora, conforme al artículo 23 de la Ley 99 de 1993 las CARS son entes corporativos 
de carácter público, creados por la ley, integrados por las entidades territoriales que 
por sus características constituyen geográficamente un mismo ecosistema o 
conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica. En consonancia 
con este mandato, el artículo 2° del Decreto 1768 de 1994 dispone que a las 
Corporaciones Autónomas Regionales se les aplican las normas previstas para las 
entidades descentralizadas del orden nacional (…)”. 

 
Ahora bien y de acuerdo a lo expuesto en el auto No.150 de fecha diecisiete (17) de julio 
de 2013 por parte de la sala Plena de la Corte Constitucional, dentro del expediente No.ICC- 
1897 y con ponencia del Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez, señaló al respecto lo 
siguiente: 

 
“2.3.1. La naturaleza jurídica de las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR) fue objeto 
de una amplia discusión jurisprudencial, entre otras, con ocasión de los conflictos generados 
en relación con la autoridad judicial llamada a conocer de las acciones de tutela interpuestas 
en su contra. En concreto se expusieron dos posiciones distintas, las cuales fueron 
resumidas en el Auto 089A de 2009, en los siguientes términos: 

 
“Así, en algunas oportunidades, [la jurisprudencia constitucional] ha señalado que las CAR 
tienen una naturaleza jurídica especial o sui generis pues (i) no pertenecen al sector 
central de la administración ya que, por mandato de la Constitución, son organismos 
autónomos (artículo 150 numeral 7)8, (ii) no son entidades del sector descentralizado por 
servicios porque no están adscritas ni vinculadas a ningún ente del sector central9 y (iii) 
no son entidades territoriales debido a que no están incluidas en el artículo 286 de la 
Constitución que las menciona de forma taxativa y, además, pueden abarcar una zona 
geográfica mayor a la de una entidad territorial10. De este modo, ha determinado que 
son entidades administrativas del orden nacional. (…) En otras ocasiones, ha indicado que 
las CAR son entidades descentralizadas por servicios11, así no estén adscritas o vinculadas 
a entidad alguna”. 

 
La primera posición tuvo amplió desarrollo en la Sentencia C-278 de 1999, en la cual se 
afirmó que “Las Corporaciones Autónomas Regionales hacen parte de la estructura 
administrativa del Estado, como personas jurídicas autónomas con identidad propia, sin que 
sea posible encuadrarlas como otro organismo superior de la administración central 
(ministerios, departamentos administrativos, etc.), o descentralizado de este mismo orden, 
ni como una entidad territorial; es necesario convenir entonces, que resultan ser organismos 
nacionales claramente distintos y jurídicamente autónomos (…)”, tesis que había sido 
previamente sostenida en la Sentencia C-275 de 1998. 

 

2.3.2. En vista de la disparidad descrita, la Sala Plena unificó su posición en el referido auto, 
en el sentido de acoger la tesis conforme a la cual las Corporaciones Autónomas Regionales 
son entidades administrativas del orden nacional, con una naturaleza jurídica especial”. 

 

Si bien su jurisdicción inicialmente correspondió al Área de Manejo Especial la Macarena y 
posteriormente, ésta fue ampliada a toda la jurisdicción del Departamento del Meta 

 

8 Sentencia C-578 de 1999. 
9 Sentencias C-593 de 1995, C-275 de 1998 y C-578 de 1999. 
10 Sentencias C-593 de 1995 y C-578 de 1999. 
11 Sentencia C-596 de 1998. En el mismo sentido se pueden consultar las Sentencias C-554 de 2007 y C-462 de 2008. 



mediante la Ley 1938 de fecha Veintiuno (21) de septiembre de 2018, por la cual se 

modifican parcialmente los artículos 33 y 38 de la Ley 99 de 1993. 
 

Con la expedición de la Ley 99 de 1993 se dispuso que las corporaciones autónomas 
regionales y de desarrollo sostenible serían los entes encargados por la ley de administrar, 
dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y 
propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y las 
políticas del Ministerio del Medio Ambiente. 

 
Que de acuerdo a lo señalado por la norma en mención, dispuso que las corporaciones 
autónomas regionales y de desarrollo sostenible serían los entes encargados por la ley de 
administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales 
renovables y propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones 
legales y las políticas del Ministerio del Medio Ambiente. De acuerdo a esto, las funciones 
establecidas son: 

 
Artículo 31º.- Funciones. Adicionado por el art. 9, Decreto Nacional 141 de 2011. 
Las Corporaciones Autónomas Regionales ejercerán las siguientes funciones: El 
Decreto Nacional 141 de 2011 fue declarado inexequible por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-276 de 2011 

 

2.- Ejercer la función de máxima autoridad ambiental en el área de su jurisdicción, 
de acuerdo con las normas de carácter superior y conforma a los criterios y 
directrices trazadas por el Ministerio de Medio Ambiente. 

 

(…) 
 

4. Coordinar el proceso de preparación de los planes, programas y proyectos de 
desarrollo medioambiental que deben formular los diferentes organismos y 
entidades integrantes del Sistema Nacional Ambiental (SINA) en el área de su 
jurisdicción y en especial, asesorar a los Departamentos, Distritos y Municipios de su 
comprensión territorial en la definición de los planes de desarrollo ambiental y en 
sus programas y proyectos en materia de protección del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, de manera que se asegure la armonía y coherencia 
de las políticas y acciones adoptadas por las distintas entidades territoriales; 

 
5. Participar con los demás organismos y entes competentes en el ámbito de su 
jurisdicción, en los procesos de panificación y ordenamiento territorial a fin de que 
el factor ambiental sea tenido en cuenta en las decisiones que se adopten; (…) 

 
Bajo estas prerrogativas, la Corporación es la máxima autoridad ambiental en el 
Departamento del Meta, y está claro, de acuerdo al artículo citado, que sus funciones son 
de orden legal, las cuales están orientadas a administrar de manera razonable los recursos 
que integran el ambiente desde una perspectiva integracionista (sistémica) y no sectorial, 
en el área de su jurisdicción. 

 

Aunado a lo anterior, mediante la Ley 99 de 1993 en el artículo 31 numeral 5° se estableció 
que corresponde a las corporaciones autónomas regionales y de desarrollo sostenible 
“participar con los demás organismos y entes competentes en el ámbito de su jurisdicción, 
en los procesos de planificación y ordenamiento territorial a fin de que el factor ambiental 
sea tenido en cuenta en las decisiones que se adopten”, función que además es señalada 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41361&9
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=43272&0


en la ley 388 de 1997 “por la cual se modifica la ley 9 de 1989, y la ley 2 de 1991 y se dictan 
otras disposiciones” por lo cual, la consulta del proyecto será sometida a consideración por 
parte de la corporación autónoma regional, para lo concerniente a los asuntos únicamente 
ambientales, dentro del ámbito de su competencia como máxima autoridad ambiental. 

 
Es menester señalar que, la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo 
Especial la Macarena- CORMACARENA, no tiene responsabilidad alguna en la presunta 
violación de los derechos colectivos señalados por los accionantes, ya que el actuar de mi 
representada en lo referente a la adopción del nuevo Plan Básico de Ordenamiento 
Territorial (PBOT) del municipio de Acacias, se circunscribió a participar en el proceso de 
planificación y ordenamiento territorial a fin de que el factor ambiental fuera tenido en 
cuenta en la decisión adoptada. 

 
En este orden de ideas, si bien una de las cuestiones que se debate es el uso de suelos, 
cabe resaltar que no es función legal de mi representada controlar o verificar el uso del 
suelo del Municipio de Acacias, ni mucho menos verificar aquellas que son catalogadas como 
prohibidas dentro de cada uno de los usos destacados. Es menester mencionar, que mi 
representada no es la autoridad competente para designar los usos del suelo del municipio. 
Por lo tanto, si bien la acción popular está encaminada a superar más allá de la inclusión y 
legalización del Centro Poblado Villa Diana a través del PBOT, situación que no es 
competencia de mi representada. 

 
3.- Referente a la acción popular mencionada se pone en conocimiento el 
parágrafo 2 del artículo 2.2.2.1.2.1.1. del decreto 1077 del 2015. 

 

Es menester mencionar que, el Municipio de Acacias debe establecer los mecanismos de 
participación democrática de conformidad con la ley 388 de 1997 o las normas que la 
modifiquen o la adicionen o sustituyan, razón por la cual el Municipio debe generar dichos 
espacios con el fin de resolver todas las dudas planteadas frente al proyecto de formulación 
del Plan Básico de Ordenamiento Territorial, incluso cuestionar y debatir las decisiones allí 
planteadas. 

 
"PARÁGRAFO 2. En el desarrollo de las etapas de diagnóstico y formulación los 
municipios y distritos deberán establecer los mecanismos para garantizar la 
participación democrática en los términos establecidos en la Ley 388 de 1997 o la 
norma que lo modifique, adicione o sustituya." 

 

En concordancia con lo anterior, debo manifestar que los espacios de participación 
ciudadana en las etapas de diagnóstico y formulación, son reconocidos por la ley 388 de 
1989 y el Decreto 1077 de 2015, lo que es importante para que la participación ciudadana 
sea formalmente reconocida y sus conclusiones puedan ser promovidas por el Municipio y 
hacer que incida efectivamente. 

 
Por otro lado, cabe destacar que, en la Ley 388 de 1997, en el numeral 4 del artículo 24 en 
concordancia con el artículo 2.2.2.1.2.2.2 del Decreto 1077 de 2015, se garantiza la 
participación ciudadana, de la siguiente forma: 

 

"4. Durante el período de revisión del plan por la Corporación Autónoma Regional, o 
la autoridad ambiental correspondiente, la junta Metropolitana y el Consejo Territorial 



de Planeación, la administración municipal o distrital solicitará opiniones a los gremios 
económicos y agremiaciones profesionales y realizará convocatorias públicas para la 
discusión del plan, incluyendo audiencias con las ¡untas administradoras locales, 
expondrá los documentos básicos del mismo en sitios accesibles a todos los 
interesados y recogerá las recomendaciones y observaciones formuladas por las 
distintas entidades gremiales, ecológicas, cívicas y comunitarias del municipio, 
debiendo proceder a su evaluación, de acuerdo con la factibilidad, conveniencia y 
concordancia con los objetivos del plan. Igualmente pondrán en marcha los 
mecanismos de participación comunal previstos en el artículo 22 de esta Ley." Subraya 
fuera de texto. 

 

V. EXCEPCIONES PROPUESTAS 
 
Me permito proponer como excepciones las siguientes: 

 
1.- Inexistencia de Vulneración de Derecho Colectivo señalado en los literales b), 
m), n) del Artículo 4° de la Ley 472 De 1998, inimputable a Cormacarena: 

 

Propongo como excepción la mencionada por cuanto los derechos colectivos alegados y 
contenidos en los literales b) La moralidad administrativa, m) La realización de las 
construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, 
de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los 
habitantes; n) Los derechos de los consumidores y usuarios, no es atribuible a mi 
representada considerando que el actuar de la Corporación frente al proceso de revisión del 
Plan Básico de Ordenamiento Territorial (PBOT) de Acacias Meta se circunscribió en estricto 
sentido a la concertación de los asuntos meramente ambientales, de conformidad con lo 
preceptuado en el numeral 5° artículo 31 de la ley 99 de 1993, sin que corresponda a la 
misma determinar como tal el uso de suelo del municipio y establecer las actividades 
autorizadas o restringidas en cada uno de ellos. 

 
En ese orden de ideas, considero que la excepción formulada esta llamada a prosperar y, 
en consecuencia, le solicito a la honorable Magistrada declarar probada la excepción de 
inexistencia de vulneración de derecho colectivo señalado en los literales B), M) Y N) del 
artículo 4° de la ley 472 de 1998, por ser este inimputable a CORMACARENA. 

 

2.- La Innominada: 
 

Solicito a la honorable Magistrada de manera oficiosa declarar probada a favor de esta 
Corporación cualquier excepción que resultare demostrada dentro del proceso, en 
los términos del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 

 
VI. PRUEBAS 

 
A continuación, me permito solicitar se decrete como prueba documental para que obren 
como pruebas dentro del proceso de la referencia: 

 

a). - Documentales: 



Las que a continuación aporto con la contestación de la demanda, a saber: 

 
- Poder legalmente conferido, en dos (02) folios. 

 
- Documentos que acreditan al Jefe de Oficina Jurídica la función de constituir 

mandatarios o apoderados, en catorce (14) folios. 

 

VII. ANEXOS 
 

Allego como anexos los documentos relacionados en el acápite de PRUEBAS y relacionados 

como pruebas documentales. 

 

VIII. NOTIFICACIONES 
 
La CORPORACIÓN PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL ÁREA DE MANEJO ESPECIAL 

LA MACARENA – CORMACARENA recibirá notificaciones en la Carrera 44C No. 33B-24 barrio 
Barzal de ésta ciudad, teléfono: (098) 6730420 o en los correos electrónicos: 
notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co y jsanchezabogado76@gmail.com o 
finalmente en la Secretaria de ese Despacho. 

 

Cordialmente, 

Abg. JORGE ALEJANDRO SÁNCHEZ RIVEROS 
C. C. No. 74.370.703 de Duitama (Boyacá) 
T.P. No. 277.824 del C. S. de la J. 

 

Anexos: Veintiocho (28) Folios 

mailto:notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co
mailto:jsanchezabogado76@gmail.com
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ACUERDO No PS-GJ.1.2.42.2.20.03 
 

“Por medio del cual se Autoriza al Director General de Corporación para el Desarrollo 
Sostenible del Área de Manejo Especial La Macarena -CORMACARENA-, para que 

DELEGUE en el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica la función de constituir 
mandatarios o apoderados” 

 
 

EL CONSEJO DIRECTIVO DE LA CORPORACIÓN PARA EL DESARROLLO 
SOSTENIBLE DEL ÁREA DE MANEJO ESPECIAL LA MACARENA – 

CORMACARENA 
 

En ejercicio de sus facultades legales y estatutarias, especialmente las contenidas en 
los artículos 27 de la Ley 99 de 1993, 28 del Acuerdo No. 001 de 2009 -Estatutos de la 
Corporación- y artículo 2.2.8.4.1.19 del Decreto 1076 de 2015, 

 
 

CONSIDERANDO 

 
 

I)   Que el Director de CORMACARENA mediante oficio PS-GJ.1,2.20.0080, 
recibido por secretaria el 9 de marzo de 2020, solicitó a los miembros del Consejo 
Directivo la autorización para delegar en el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, la 
función de constituir apoderados que representen a la Corporación en los diferentes 
asuntos litigiosos que deba iniciar la entidad, o en los cuales resulte vinculado o deba 
hacerse parte. 

 
I) Que los fundamentos que sustentaron tal solicitud, fueron los siguientes: 

 
1. El literal f. del artículo 49 de los Estatutos, prevé como una de las funciones del Director 

General de la Corporación “Constituir los mandatarios o apoderados que representen a la 
Corporación en asuntos judiciales o litigiosos”. 

 
2. El literal g. del mismo artículo 49, prevé que para delegar alguna de sus funciones, el 
Director debe contar con autorización del Consejo Directivo: “g. Delegar en funcionarios de la 
entidad el ejercicio de funciones, previa autorización del Consejo Directivo.” 

 
3. El suscrito en su calidad de Director, a fin de desempeñar de manera adecuada sus 
diferentes funciones, y las de la Corporación, debe constantemente sostener reuniones en los 
diferentes municipios del departamento y en diversos lugares que no están ubicados en la 
sede física de la Corporación. Esta situación, dificulta en muchas ocasiones la suscripción de 
poderes que resultan necesarios para la adecuada defensa judicial de la Corporación en los 
diferentes asuntos judiciales y extrajudiciales. 

 
4. Que resulta importante prever que existen algunos trámites en los que las autoridades 
judiciales, otorgan traslado por breve tiempo (1 día o inclusive horas), como ocurre con las 
tutelas o los incidentes de desacato, en los que podría estar vinculada CORMACARENA, 



 
 

 
resultando importante que tenga la facultad de otorgar poder un funcionario que de forma 
permanente permanezca en la Corporación, asegurando así que se otorgue el poder en 
término, a fin de desplegar de forma adecuada la defensa de la entidad. 

 

5. Que dentro de las funciones del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Corporación, se 
encuentra que a su cargo, está entre otras la función de “Dirigir y controlar la representación 
judicial y extrajudicial de la Corporación en los procesos en que ésta haga parte, adelantar las 
acciones pertinentes en defensa de los intereses de la misma y mantener la información 
actualizada sobre el estado de los procesos judiciales.” 

 
6. Que atendiendo que el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, es quien realiza la coordinación 
de toda la defensa judicial de la Corporación, y que la mayor parte de su tiempo permanece 
en la entidad, resulta conveniente con el propósito de agilizar la actuación de la Corporación 
en las diferentes autoridades judiciales y administrativas, y asegurar que los poderes se 
otorguen en tiempo y sin premura alguna, delegar el otorgamiento de estos últimos en dicho 
funcionario. 

 

 
II) Que en efecto, el Consejo Directivo constató que el numeral 6 del artículo 29 de 
la Ley 99 de 1993, indica que entre otras es una de las funciones del Director General 
de las corporaciones autónomas regionales: “Constituir mandatarios o apoderados que 
representen a la Corporación en asuntos judiciales y demás de carácter litigioso”. 

 

IV) Que la anterior función se encuentra replicada en los Estatutos de 
CORMACARENA (Acuerdo No. 001 de 2009), en el literal f del artículo 49 “Constituir 
mandatarios o apoderados que representen a la Corporación en asuntos o litigiosos”. 

 
V) Que el Director General de CORMACARENA para delegar sus funciones en 
funcionarios de la entidad, requiere autorización previa del Consejo Directivo. Así lo 
señala el numeral 7 del artículo 29 de la Ley 99 de 1993 y el literal g. del artículo 49 de 
los Estatutos. 

 
VI) Que en sesión ordinaria celebrada el 18 de marzo de 2020, el Consejo Directivo 
sometió a votación de sus miembros, la decisión de delegar en el Jefe de la Oficina 
Asesora Jurídica la facultad de constituir apoderados o mandatarios, esto es, de 
conceder poderes especiales a profesionales del derecho, para que en representación 
de la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial La 
Macarena -CORMACARENA-, actúe dentro de los diferentes trámites judiciales o 
litigiosos en los que resulte involucrada la entidad. 

 
VI) Que una vez realizada la votación, se obtuvo que de forma unánime/10 
miembros de 10 asistentes votaron a favor de la autorización para delegar, de tal modo 
que se cumplió con la mayoría de que trata el inciso primero del artículo 36 de los 
Estatutos de la Corporación. 



 
 

 

VII) Que así las cosas, encontrando todos los miembros asistentes al Consejo 
Directivo, fundados los argumentos expuestos por el Director General de la 
Corporación para autorizar la delegación de la función ya enunciada, se concede la 
misma. Adicionalmente, porque con esta no se causa ningún perjuicio a la Corporación 
y por el contrario, se imprime celeridad y eficiencia en la representación judicial y 
extrajudicial de la entidad. 

 
En mérito de lo expuesto, el Consejo Directivo de CORMACARENA, 

 
 

ACUERDA 

 
 

ARTÍCULO PRIMERO: AUTORIZAR al Director General de Corporación para el 
Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial La Macarena -CORMACARENA-, 
para que DELEGUE en el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, la función prevista en el 
numeral 6 del artículo 29 de la Ley 99 de 1993 y en el literal f del artículo 49, esto es, la 
de “Constituir mandatarios o apoderados que representen a la Corporación en asuntos 
judiciales y demás de carácter litigioso”, durante el término de su periodo como 
Director. 

 
ARTÍCULO SEGUNDO: Una vez expedido por el Director General el correspondiente 
acto administrativo de delegación, deberá comunicar el mismo a los miembros del 
Consejo Directivo, para su conocimiento, a través del medio más expedito. 

 
ARTÍCULO TERCERO: Comuníquese el presente Acuerdo al señor Director de la 
Corporación para los fines pertinentes. 

 
ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno. 

 
 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

Dado en Villavicencio (Meta), a los dieciocho (18) días del mes de marzo de 2020. 

 
 
 
 

JESÚS ANTONIO CASTRO GONZALEZ JUAN CARLOS MEDINA GONZÁLEZ 
Presidente del Consejo Directivo Secretario del Consejo Directivo 
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RESOLUCIÓN PS GJ 1.2.6.20.0250 DEL 10/06/2020 

 
“Por medio del cual el Director General de Corporación para el Desarrollo Sostenible 

del Área de Manejo Especial La Macarena – CORMACARENA – delega en el Jefe de 

la Oficina Asesora Jurídica la función de constituir mandatarios o apoderados.” 

 
El Director General de la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo 

Especial de La Macarena –CORMACARENA-, en uso de sus facultades legales 

conferidas por la ley 99 de 1993, modificada parcialmente mediante la ley 1938 del 2018 

y los Estatutos de la Corporación y, 

 
CONSIDERANDO 

 
Que mediante oficio No. PS-GJ.1,2.20.0080, recibido por secretaria el 9 de marzo de 
2020, el Director General de CORMACARENA solicitó a los miembros del Consejo 
Directivo, la autorización para delegar en el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, la 
función de constituir apoderados que representen a la Corporación en los diferentes 
asuntos litigiosos que deba iniciar la entidad, o en los cuales resulte vinculado o deba 
hacerse parte. 

 
Que los fundamentos que sustentaron tal solicitud, fueron los siguientes: 

 
1. El literal f. del artículo 49 de los Estatutos, prevé como una de las funciones del Director General de 

la Corporación “Constituir los mandatarios o apoderados que representen a la Corporación en asuntos 
judiciales o litigiosos”. 

 
2. El literal g. del mismo artículo 49, prevé que para delegar alguna de sus funciones, el Director debe 

contar con autorización del Consejo Directivo: “g. Delegar en funcionarios de la entidad el ejercicio de 
funciones, previa autorización del Consejo Directivo.” 

 
3. El suscrito en su calidad de Director, a fin de desempeñar de manera adecuada sus diferentes 

funciones, y las de la Corporación, debe constantemente sostener reuniones en los diferentes 
municipios del departamento y en diversos lugares que no están ubicados en la sede física de la 
Corporación. Esta situación, dificulta en muchas ocasiones la suscripción de poderes que resultan 
necesarios para la adecuada defensa judicial de la Corporación en los diferentes asuntos judiciales y 
extrajudiciales. 

 
4. Que resulta importante prever que existen algunos trámites en los que las autoridades judiciales, 

otorgan traslado por breve tiempo (1 día o inclusive horas), como ocurre con las tutelas o los 
incidentes de desacato, en los que podría estar vinculada CORMACARENA, resultando importante 
que tenga la facultad de otorgar poder un funcionario que de forma permanente permanezca en la 
Corporación, asegurando así que se otorgue el poder en término, a fin de desplegar de forma 
adecuada la defensa de la entidad. 

 
5. Que, dentro de las funciones del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Corporación, se encuentra 

que, a su cargo, está entre otras la función de “Dirigir y controlar la representación judicial y 
extrajudicial de la Corporación en los procesos en que ésta haga parte, adelantar las acciones 
pertinentes en defensa de los intereses de la misma y mantener la información actualizada sobre el 
estado de los procesos judiciales.” 
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6. Que atendiendo que el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, es quien realiza la coordinación de toda la 
defensa judicial de la Corporación, y que la mayor parte de su tiempo permanece en la entidad, resulta 
conveniente con el propósito de agilizar la actuación de la Corporación en las diferentes autoridades 
judiciales y administrativas, y asegurar que los poderes se otorguen en tiempo y sin premura alguna, 
delegar el otorgamiento de estos últimos en dicho funcionario. 

 
Que mediante el numeral 6 del artículo 29 de la Ley 99 de 1993, indica que es una de 
las funciones del Director General de las corporaciones autónomas regionales: 
“Constituir mandatarios o apoderados que representen a la Corporación en asuntos 
judiciales y demás de carácter litigioso”. 

 
Que la anterior función se encuentra replicada en los Estatutos de la Corporación 
(Acuerdo No. 001 de 2009), en el literal f del artículo 49 “Constituir mandatarios o 
apoderados que representen a la Corporación en asuntos judiciales o litigiosos”. 

 
Que el numeral el 7 del artículo 29 de la Ley 99 de 1993 y el literal g del artículo 49 de 
los Estatutos, establece que el Director General de CORMACARENA para delegar sus 
funciones en funcionarios de la entidad, requiere autorización previa del Consejo 
Directivo. 

 
Que mediante sesión ordinaria celebrada el 18 de marzo de 2020, el Consejo Directivo 
sometió a votación de sus miembros, la decisión de delegar en el Jefe de la Oficina 
Asesora Jurídica la facultad de constituir apoderados o mandatarios, esto es, de 
conceder poderes especiales a profesionales del derecho, para que en representación 
de la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial La 
Macarena -CORMACARENA-, actúe dentro de los diferentes trámites judiciales o 
litigiosos en los que resulte involucrada la entidad. 

 
Que mediante sesión ordinaria celebrada el 18 de marzo de 2020, el Consejo Directivo 
obtuvo una votación de forma unánime/10 miembros de 10 asistentes a favor de la 
autorización para delegar, de tal modo que se cumplió con la mayoría de que trata el 
inciso primero del artículo 36 de los Estatutos de la Corporación. 

 
Que mediante Acuerdo No. PS-GJ.1.2.42.2.20.03 del 18 de marzo de 2020, el Consejo 
Directivo autoriza al Director General de la Corporación para que delegue en el Jefe de 
la Oficina Asesora Jurídica la función de constituir mandatarios o apoderados. 

 
Que, en virtud de lo anteriormente expuesto, El Director General de la Corporación en 

uso de sus atribuciones legales, 

 
RESUELVE 

 
Artículo 1°: DELEGAR en el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de Corporación para el 
Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial La Macarena – CORMACARENA, 

 

 



COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

ANDRÉS FELIPE GARCÍA CÉSPEDES 

Director General Cormacarena 
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la función de constituir mandatarios o apoderados que representen a la Corporación en 
asuntos judiciales y demás de carácter litigioso, conforme lo establecido en la parte 
considerativa del presente acto. 

 
Artículo 2°: Comunicar a los miembros del Consejo Directivo del presente acto 
administrativo para su conocimiento, conforme a las reglas establecidas en el Decreto 
Nº 491 del 28 de marzo de 2020. 

 
Artículo 3°: Contra la presente resolución no procede recurso alguno de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley 1437 de 2011. 

 
Artículo 4°: La presente resolución rige a partir de su expedición. 

 

 
Nombres y apellidos Cargo Firma 

Revisó: Juan Carlos Medina González Jefe Oficina Asesora Jurídica  

Proyectó: 
Jorge Alejandro Sánchez 

Riveros 

Profesional Especializado Oficina Asesora 

Jurídica 
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RV: Contestación Demanda

Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio
<sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 16/03/2022 9:46
Para:  Gina Paola Rodriguez Gomez <grodrigg@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Iser Leonardo Tejeiro Quintero <itejeirq@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (458 KB)
CONTESTA DEMANDA 2021-00371.pdf;

A.P.
GALEANO

50001233300020210037100

Medio de control: ACCIÓN POPULAR Demandante: JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO
GRANDE Y OTROS
 Demandado: MUNICIPIO DE ACACIAS – CORMACARENA – AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS


De: JAIRO MORENO <jairomorenosas@gmail.com>

Enviado: miércoles, 16 de marzo de 2022 9:01 a. m.

Para: Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio
<sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>; notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co
<notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co>; info@cormacarena.gov.co <info@cormacarena.gov.co>;
juridica.ant@agenciadetierras.gov.co <juridica.ant@agenciadetierras.gov.co>

Asunto: Contestación Demanda
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META
E.S.D.

Referencia:            ACCIÓN POPULAR
Demandante:     JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO GRANDE -
OTROS
Demandado:        MUNICIPIO DE ACACÍAS -OTROS
Expediente:          50001-33-33-002-2021-00371-00

 CONTESTA DEMANDA 2021-00371-fusionado.pdf

Asunto:         Contesta Demanda 

Por medio de la presente como apoderado de la parte demandada me permito adjuntar contestación
de la demanda   y los respectivos anexos .


-- 

CORDIALMENTE,
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JAIRO ALBERTO MORENO GÁMEZ
R.L Jairo Moreno Abogados y Consultores SAS
C.C: 17.421.887
T.P: 141.291 CSJ
Cel: 3225107225
Dirección: Cra. 14 No.14-90 Ofic. 203
Barrio Centro, Acacías Meta

De: JAIRO MORENO <jairomorenosas@gmail.com>

Enviado: miércoles, 16 de marzo de 2022 9:01 a. m.

Para: Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio
<sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>; notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co
<notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co>; info@cormacarena.gov.co <info@cormacarena.gov.co>;
juridica.ant@agenciadetierras.gov.co <juridica.ant@agenciadetierras.gov.co>

Asunto: Contestación Demanda
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META
E.S.D.

Referencia:            ACCIÓN POPULAR
Demandante:     JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO GRANDE -
OTROS
Demandado:        MUNICIPIO DE ACACÍAS -OTROS
Expediente:          50001-33-33-002-2021-00371-00

 CONTESTA DEMANDA 2021-00371-fusionado.pdf

Asunto:         Contesta Demanda 

Por medio de la presente como apoderado de la parte demandada me permito adjuntar contestación
de la demanda   y los respectivos anexos .


-- 

CORDIALMENTE,

JAIRO ALBERTO MORENO GÁMEZ
R.L Jairo Moreno Abogados y Consultores SAS
C.C: 17.421.887
T.P: 141.291 CSJ
Cel: 3225107225
Dirección: Cra. 14 No.14-90 Ofic. 203
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Barrio Centro, Acacías Meta



 

 

Carrera 14 No. 14-90 Oficina  203 -  Barrio Centro Acacías Meta 

Cel.  322 510 7225 – 320 854 4065 

jairomorenosas@gmail.com 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META 
E .S. D.  
 
 

Referencia:         ACCIÓN POPULAR  
Demandante:     JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO GRANDE -
OTROS 
Demandado:        MUNICIPIO DE ACACÍAS -OTROS 
Expediente:         50001-33-33-002-2021-00371-00 
 
Asunto:   Contesta Demanda  

 

 
 

JAIRO MORENO ABOGADOS Y CONSULTORES SAS identificada con Nit. No. 
900.641.341-1 domiciliada en el Municipio de Acacías Meta, apoderada de la parte 
demandada MUNICIPIO DE ACACÍAS según poder ajunto, actuando en el presente 
asunto a través de su abogado inscrito en la Cámara de Comercio JAIRO ALBERTO 
MORENO GÁMEZ identificado como aparece al pie de su firma, procedo a contestar la 
demanda de la referencia en los siguientes términos:   
 

 
I. RESPECTO DE LAS PRETENSIONES 

 
Me opongo a la prosperidad de la totalidad de las pretensiones, de conformidad con las 
excepciones y argumentos de defensa que se expondrán más adelante.  
 
 

II. RESPECTO DE LOS HECHOS  

 
1.- No me consta el domicilio y residencia de los demandantes, razón por la cual en 
este punto me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
2.- No es cierto, en el sentido que en el PBOT vigente no existe zonas de 
amortiguamiento urbano.  
3.- No me consta, me atengo a lo que se pruebe. 
4.- No es un hecho, sino una apreciación subjetiva del actor.  
5.-. No me consta, me atengo a lo que se pruebe.  
6.- No es cierto que el barrio la independencia haya nacido como producto de una 
invasión, y lo que se conoce es que el mismo surgió bajo el régimen legal actualmente 
vigente.  
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7.- No es cierto, de los enunciados el único centro poblado reconocido es Quebraditas.  
8.- No es cierto en el sentido que San José de la Palomas de acuerdo con el PBOT 
vigentes es una vereda y no un centro poblado, y en este punto valga mencionar que 
los trámites adelantados por INCODER ahora UNIDAD NACIONAL DE TIERRAS son 
ajenos a temas de ordenamiento territorial.   
9.- No me consta, me atengo a lo que se pruebe. 
10.- No me consta, me atengo a lo que se pruebe.  
11.- No me consta, me atengo a lo que se pruebe. 
12.- No me consta me atengo a lo que se pruebe.  
13.- Es cierto, en el sentido que las construcciones que se adelantan en sector rural 
como la Vereda Rancho grande, por lo general constituyen un desarrollo urbanístico 
ilegal que no cuenta con licencia de construcción.  
14.- No me consta me atengo a lo que se pruebe.  
15.- No es un hecho sino una apreciación subjetiva del actor.  
16.- No es un hecho sino una apreciación subjetiva del actor 
17.- No es cierto, en el sentido que el municipio no ha emitido pronunciamiento oficial al 
respecto.  
18.- Es cierto que en la actualidad en la vereda Rancho Grande se adelanta procesos 
policivos y hasta penales por violación a las normas urbanísticas, los cuales se 
desarrollan en el marco de lo contemplado en la ley, y con el más alto respeto a los 
derechos de los implicados.  
19.- No es cierto, teniendo en cuenta que las decisiones de la entidad relacionadas con 
urbanizaciones ilegales se ajustan a la normatividad vigente.  
20.- No es cierto. Las órdenes de policía que se ha impartido en el marco de los 
respectivos procesos se encuentran plenamente respaldadas en el ordenamiento 
jurídico.  
21.-No me consta. 
22.- No me consta. 
23.-  No es cierto. Al punto se aclara que luego de agostadas las etapas de la revisión 
de largo plazo del PBOT del municipio tales como trabajo social, diagnostico, 
socialización, etc., actualmente éste se encuentra en revisión por parte de la autoridad 
ambiental. 
24.- No es un hecho, sino una apreciación subjetiva del actor. 
25.- Este es un hecho con un alto grado de indeterminación, razón por la cual me 
atengo a lo que se pruebe.  
26.- Es cierto que dentro del proceso de revisión y ajuste del PBOT no se contempló la 
inclusión de un centro poblado con el nombre VILLA DIANA, debido a que la respectiva 
oportunidad no se presentó solicitud al respecto.  
 
 

III. EXCEPCIONES Y ARGUMENTOS DE DEFENSA.  
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A) IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN POPULAR PARA PERSEGUIR LA SATISFACCIÓN DE 
DERECHOS PARTICULARES COMUNES A UN GRUPO. 
 
  
Revisada la demanda, pese a que no se identifica con precisión la ubicación del predio, 
o la existencia de una urbanización o asentamiento humano que pueda identificarse 
con el nombre VILLA DIANA, se pude colegir que lo pretendido por el actor popular es 
la legalización de unas construcciones que fueron adelantadas y vienen siendo 
adelantadas en zona rural del municipio de Acacías Meta sin contar con la respectiva 
licencia urbanística.  
 
En este caso se advierte que la situación planteada pretende salvaguardar los 
derechos de los particulares que han adelantado esas construcciones o comprado lotes 
al porcentaje en la Vereda Rancho Grande del Municipio de Acacías, es decir que la 
verdadera finalidad del actor popular es la defensa de intereses particulares comunes a 
un grupo de personas determinadas, pero no la defensa de derechos con alcance 
colectivo, razón por la cual la acción es improcedente. 
 
Tal precisión ha sido ampliamente decantada por el máximo órgano de la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo como en el caso que se cita a continuación:  
 
“La corporación de vivienda el tejar interpuso acción popular contra junta 
administradora de servicios públicos de acueducto y alcantarillado del corregimiento el 
Caguán Huila por negarse a concederle la disponibilidad para el desarrollo urbanístico 
Villa Nohora, que permitiría a las personas afiliadas a la corporación acceder a una 
vivienda.  Al resolver la apelación contra la decisión del tribunal Administrativo del Huila, 
la sala determinó que el objetivo de la acción interpuesta es obtener la disponibilidad 
del servicio público de acueducto, necesaria para proceder a la construcción del 
proyecto Vila Nohora, etapas I y II, y de esta forma desarrollar el objeto social de la 
corporación accionante, por lo cual no hay duda que lo pretendido por ésta es la 
satisfacción de un interés particular. En tales circunstancias precisó la sala, el objeto del 
proceso se encuadra dentro de lo que la jurisprudencia denomina “derechos 
particulares comunes a un grupo de personas y no derechos colectivos, razón por la 
cual la acción popular resulta improcedente. (Consejo de Estado. Sentencia del 16 de 
marzo de 2012 Exp. 41001-23-31-000-2010-00537-01(AP)). 

 
Al punto, es de la esencia de los derechos colectivos que estos puedan hacerse 
efectivos por parte de toda la comunidad, situación que no se presenta en este caso 
pues se trata de verdaderos derechos subjetivos del grupo accionante, verbi gracia la 
suma de muchos intereses individuales, que no pueden predicarse de la comunidad en 
general.    
 
 

B) INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS COLECTIVOS INVOCADOS. 
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Se invoca como vulnerados por la parte demandante los siguientes derechos colectivos 
consagrados de manera expresa en el artículo 4° de la Ley 472 de 1998:  
 
b) La moralidad administrativa. Por  regla general este derecho colectivo comprende la 
realización de conductas inmorales o ilegales, contrarias al interés supremo que 
envuelve la función pública, es decir el interés general. 
 
m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando 
las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la 
calidad de vida de los habitantes.  Este derecho colectivo abarca el respeto del 
principio de la función social y ecológica de la propiedad de acuerdo con el artículo 58 
de la Constitución Política, la protección del espacio público, del patrimonio público y de 
la calidad de vida de los habitantes, el respeto de los derechos ajenos y el acatamiento 
a la ley de ordenamiento territorial, planes de ordenamiento territorial y demás 
disposiciones normativas en materia de uso del suelo, alturas máximas de construcción 
y demás criterios y límites que determinan las autoridades para construir. 
 
n) Los derechos de los consumidores y usuarios. Este derecho apunta a la protección 
sustancial de los ciudadanos que entran en relación con proveedores y distribuidores 
de bienes y servicios, respectivamente, garantizando su protección sustancial.  
 
Expuesto de manera breve el alcance conceptual de cada uno de los derechos 
colectivos invocados en la demanda, resulta evidente que  la  situación planteada, que 
no es otra que la aparente no inclusión de lo que el actor popular denomina poblado  
VILLA DIANA en el PBOT del municipio  como Centro Poblado, no implica la 
vulneración de alguno de ellos.  
 
Antes que afectar la moralidad administrativa, las actuaciones de la entidad en este 
punto son totalmente apegadas a la ley y al interés general contenido en las normas de 
ordenamiento territorial, que impiden desarrollos urbanísticos en zona rural con las 
densidades que se pretende.  
 
Así mismo, debe ponerse de presente que los ajustes al PBOT  que tramita el municipio, 
se someten a unas etapas tales como trabajo social, diagnostico, socialización, las 
cuales ya fueron agotadas, y dentro las que no se presentó solicitud alguna en este 
sentido, tal como certifica la Secretaría de Planeación Municipal mediante oficio del 8 
de septiembre de 2021, luego no existe ninguna actuación del municipio que 
transgreda la moral administrativa.  
 
En el mismo sentido, frente al derecho colectivo del literal m) debe ponerse de presente 
que justamente las decisiones de la administración municipal responden de manera 
contundente al cumplimiento del mismo, pues se pretende evitar que se construya un 
número considerable de viviendas manera desordenada en zona rural afectando las 
normas del PBOT y de contera la calidad de vida de los habitantes del municipio en 
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zona urbana, por todas las implicaciones, sociales, ambientales y económicas que este 
tipo de desarrollos implica.   
 
Y finalmente, ninguna relación se encuentra entre la situación expuesta y los derechos 
de los accionantes como consumidores, pues no se verifica la existencia de situaciones 
propias del derecho del consumo que deban ser protegidas a favor de la colectividad.   
 
 

C) VIOLACIÓN DE NORMAS SUPERIORES POR PARTE DE LOS ACTORES POPULARES – 
MALA FE 
 
De las pruebas allegadas con la demanda, ni del contenido de la misma se puede 
colegir de manera precisa a qué predio, urbanización, o similar se refiere la accionante. 
Al punto, la Secretaría de Planeación del municipio mediante oficio del 8 de septiembre 
de 2021 certificó que “No hay evidencia en la Secretaría de Planeación y Vivienda de la 
existencia en la Vereda Rancho Grande de un asentamiento humano, caserío, centro 
poblado o urbanización, desarrollo urbanístico informal denominado Villa Diana”. 

 
No obstante, verificados los archivos de la entidad, se advierte que en la Inspección 
Tercera de Policía se adelanta un proceso sancionatorio por violación a las normas 
urbanísticas, en el que se menciona un predio denominado Villa Diana que 
corresponde a la Matrícula Inmobiliaria No. 232-25784 de la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos de Acacías, ubicado en la Vereda Rancho Grande.  
 
De tratarse del mismo predio, debe llamar la atención del despacho que el proceso 
policivo se inició por querella presentada el 5 de abril de 2017 por la misma actora 
popular LUZ MERY CASTRO identificada con cc No. 40.428.655 en calidad de 
presidenta de la Junta de Acción Comunal de la vereda Rancho Grande.   
 
Este predio tal como se desprende de los soportes que reposan en el expediente 
policivo está ubicado en el sector rural del municipio razón por la cual no puede ser 
desarrollado urbanísticamente con las densidades propias del suelo urbano. 
 
Así mismo, del certificado de libertad y tradición se advierte ventas en porcentajes 
irrisorios para un predio rural, tales como del 0,0659 – 0,08 – 0,056, situación que 
permite inferir de manera indiciaria la intención de los compradores de urbanizar un 
predio rural de manera irregular, pudiendo incurrir incluso en el delito de urbanización 
ilegal regulado en el artículo 318 del Código Penal.  
 
Así mismo, los hechos narrados en la demanda, y el contenido  de la medida cautelar 
oportunamente negada por el juzgado, desnudan la verdadera intención de los actores 
populares, quienes de manera prioritaria pretenden con su pedimento frenar  las 
actuaciones que adelanta el municipio a través de la Inspección Tercera de Policía por 
violación a las normas urbanísticas,  procedimientos que garantizan el principio de 
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legalidad, la satisfacción del interés general, e incluso salvaguardan  los propios 
derechos colectivos que se invoca como violados.  
 
Para soportar lo antes dicho se adjunta a la presente el expediente que contiene la 
mencionada actuación administrativa sancionatoria.  
  
En el contexto expuesto, se estima contrario a la buena fe, que la actora popular 
señora LLUZ MERY CASTRO GUATIVA interponga una queja que da inicio al 
procedimiento administrativo sancionatorio por las construcciones ilegales que se 
adelantan en su vereda, y cuatro años después cuando éste se encuentra avanzado   
pretenda frenarlo haciendo uso de esta acción constitucional.  
 
Así que, son los accionantes quienes realmente han violado derechos colectivos tales 
como el derecho a gozar de un ambiente sano, la calidad de vida de los habitantes, al 
equilibrio ecológico, y la realización de construcciones respetando la normatividad 
urbanística  vigente, y en tal virtud antes que cobijarlos con el manto de protección de 
intereses colectivos abiertamente improcedentes, debe ser sujeto de la más estricta 
aplicación de las sanciones y demás consecuencias que se derive de los procesos que 
actualmente se adelanta.  
 

D) IMPROCEDENCIA DE RECONCIMIENTO COMO CENTRO POBLADO 
 
El núcleo esencial que sustenta las pretensiones del pate actora radica en su intención 
de que se reconozca lo que él denomina poblado Villa Diana ubicado en la Vereda 
Rancho Grande, como centro poblado dentro del PBOT que actualmente se concreta 
con la autoridad ambiental. 
 
Al respecto se pone de presente que tal como lo certifica la Secretaría de Planeación y 
Vivienda del Municipio de Acacías en oficio del 8 de septiembre de 2021, “Dentro del 
proceso de revisión del PBOT que actualmente se adelanta no se contempla la 
inclusión del centro poblado señalado, ya que dentro del proceso no se presentó 
ninguna propuesta o solicitud para tal fin”,  y que además “Para el reconocimiento como 
centro poblado debe cumplirse con una serie de requisitos dentro del proceso de 
revisión y ajuste del Plan de Ordenamiento Territorial, actualmente ese proceso  ya se 
surtió dentro de la revisión que se adelanta”. 

 

Por tal razón la solicitud resulta improcedente.  
 

IV. PRUEBAS 

 
Solicito a su señoría se tengan como pruebas las siguientes:  
 

1. Oficio del 8 de septiembre de 2021 emitido por la Secretaria de Planeación y Vivienda del 
Municipio de Acacías. 
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2. Copia integra del expediente correspondiente al proceso Verbal Abreviado de Urbanización 
Ilegal que adelanta la Inspección Tercera de Policía del Municipio de Acacías, relacionado con 
el predio Villa Diana Vereda rancho Grande Municipio de Acacías.  

 
V. NOTIFICACIONES 

 
Tanto mi representada, Municipio de Acacías, como el suscrito apoderado, podemos 
ser notificados en la dirección de correo electrónico jairomorenosas@gmail.com, cel. 
3208544065, o en la carrera14 No. 14-90 oficina. 203 Barrio el Centro de Acacías Meta.  
 
Igualmente podrá notificarse el municipio a través del buzón 
notificacionjudicial@acacias.gov.co  

 
Para los fines del numeral 14 del Artículo 78 del CGP, en concordancia con el 

Decreto 806 de 2020, informo que no se evidencia en el expediente correo electrónico 
de la parte actora al cual pueda remitirse la presente contestación.  

 
 
 
Cordialmente,  
 
 
 
  
JAIRO ALBERTO MORENO GÁMEZ 
CC. 17.421.887 
TP.141291 CSJ 
 
Abogado Inscrito  
JAIRO MORENO ABOGADOS Y COSULTORES SAS. 
Nit. 900.641.341-1 
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JAIRO MORENO <jairomorenosas@gmail.com>

Fwd: Respuesta solicitud de información Acción popular

1 mensaje

Jurídica Alcaldía de Acacías <juridica@acacias.gov.co> 6 de septiembre de 2021, 17:21
Para: JAIRO MORENO <jairomorenosas@gmail.com>

Buenas tardes Dr, envío respuesta emitida por la Inspección Tercera de Policía, lo anterior, para su conocimiento y fines
pertinentes.

Cordialmente,


---------- Forwarded message ---------

De: Ipolicia3 Alcaldía de Acacías <ipolicia3@acacias.gov.co>

Date: lun, 6 sept 2021 a las 11:49

Subject: Respuesta solicitud de información Acción popular

To: Jurídica Alcaldía de Acacías <juridica@acacias.gov.co>


Cordial saludo,

En virtud de la solicitud allegada a este despacho el día 06 de septiembre de 2021, me permito informarle que con
respecto al proyecto urbanístico denominado VILLA DIANA, ubicado en la vereda Rancho Grande, este despacho cursa
proceso verbal abreviado por urbanización ilegal, trasladado por la Inspección Primera de Policía, por lo cual anexo a la
presente copia íntegra del expediente para sus fines pertinentes.

Cordialmente,

VALERIA NOVOA PLATA

INSPECTOR TERCERO DE POLICÌA (E)

 PROCESO URBANÍSTICO- VILLA VALENTINA 1.pdf

Email: ipolicia3@acacias.gov.co

Celular: 3115279434

Teléfono: 6574632 - 6574633 - 6574634 - 6574635


     

AVISO LEGAL:Este correo electrónico contiene información confidencial de la Alcaldía de Acacías Meta.Si Usted no es el destinatario, le informamos que no podrá usar,
retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de Enero de 2009 y
todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, por favor infórmenos a  seguridaddigital@acacias.gov.co  y bórrelo. Si usted es el destinatario, le
solicitamos mantener reserva sobre el contenido, los datos o información de contacto del remitente y en general sobre la información de este documento y/o archivos
adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita.

-- 


LICETH MELIZA AGUILAR GAMBOA.

Jefe Oficina Jurídica

Email: juridica@acacias.gov.co
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Teléfono: 6574632 - 6574633 - 6574634 - 6574635


     

AVISO LEGAL:Este correo electrónico contiene información confidencial de la Alcaldía de Acacías Meta.Si Usted no es el destinatario, le
informamos que no podrá usar, retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales

como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de Enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, por favor infórmenos
a seguridaddigital@acacias.gov.co y bórrelo. Si usted es el destinatario, le solicitamos mantener reserva sobre el contenido, los datos o información de contacto del
remitente y en general sobre la información de este documento y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita.
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RV: Contestación Demanda

Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio
<sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 16/03/2022 9:46
Para:  Gina Paola Rodriguez Gomez <grodrigg@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Iser Leonardo Tejeiro Quintero <itejeirq@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (458 KB)
CONTESTA DEMANDA 2021-00371.pdf;

A.P.
GALEANO

50001233300020210037100

Medio de control: ACCIÓN POPULAR Demandante: JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO
GRANDE Y OTROS
 Demandado: MUNICIPIO DE ACACIAS – CORMACARENA – AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS


De: JAIRO MORENO <jairomorenosas@gmail.com>

Enviado: miércoles, 16 de marzo de 2022 9:01 a. m.

Para: Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio
<sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>; notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co
<notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co>; info@cormacarena.gov.co <info@cormacarena.gov.co>;
juridica.ant@agenciadetierras.gov.co <juridica.ant@agenciadetierras.gov.co>

Asunto: Contestación Demanda
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META
E.S.D.

Referencia:            ACCIÓN POPULAR
Demandante:     JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO GRANDE -
OTROS
Demandado:        MUNICIPIO DE ACACÍAS -OTROS
Expediente:          50001-33-33-002-2021-00371-00

 CONTESTA DEMANDA 2021-00371-fusionado.pdf

Asunto:         Contesta Demanda 

Por medio de la presente como apoderado de la parte demandada me permito adjuntar contestación
de la demanda   y los respectivos anexos .


-- 

CORDIALMENTE,
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JAIRO ALBERTO MORENO GÁMEZ
R.L Jairo Moreno Abogados y Consultores SAS
C.C: 17.421.887
T.P: 141.291 CSJ
Cel: 3225107225
Dirección: Cra. 14 No.14-90 Ofic. 203
Barrio Centro, Acacías Meta

De: JAIRO MORENO <jairomorenosas@gmail.com>

Enviado: miércoles, 16 de marzo de 2022 9:01 a. m.

Para: Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio
<sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>; notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co
<notificacionesjudiciales@cormacarena.gov.co>; info@cormacarena.gov.co <info@cormacarena.gov.co>;
juridica.ant@agenciadetierras.gov.co <juridica.ant@agenciadetierras.gov.co>

Asunto: Contestación Demanda
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META
E.S.D.

Referencia:            ACCIÓN POPULAR
Demandante:     JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO GRANDE -
OTROS
Demandado:        MUNICIPIO DE ACACÍAS -OTROS
Expediente:          50001-33-33-002-2021-00371-00

 CONTESTA DEMANDA 2021-00371-fusionado.pdf

Asunto:         Contesta Demanda 

Por medio de la presente como apoderado de la parte demandada me permito adjuntar contestación
de la demanda   y los respectivos anexos .


-- 

CORDIALMENTE,

JAIRO ALBERTO MORENO GÁMEZ
R.L Jairo Moreno Abogados y Consultores SAS
C.C: 17.421.887
T.P: 141.291 CSJ
Cel: 3225107225
Dirección: Cra. 14 No.14-90 Ofic. 203
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Barrio Centro, Acacías Meta
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Cel.  322 510 7225 – 320 854 4065 

jairomorenosas@gmail.com 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META 
E .S. D.  
 
 

Referencia:         ACCIÓN POPULAR  
Demandante:     JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL VEREDA RANCHO GRANDE -
OTROS 
Demandado:        MUNICIPIO DE ACACÍAS -OTROS 
Expediente:         50001-33-33-002-2021-00371-00 
 
Asunto:   Contesta Demanda  

 

 
 

JAIRO MORENO ABOGADOS Y CONSULTORES SAS identificada con Nit. No. 
900.641.341-1 domiciliada en el Municipio de Acacías Meta, apoderada de la parte 
demandada MUNICIPIO DE ACACÍAS según poder ajunto, actuando en el presente 
asunto a través de su abogado inscrito en la Cámara de Comercio JAIRO ALBERTO 
MORENO GÁMEZ identificado como aparece al pie de su firma, procedo a contestar la 
demanda de la referencia en los siguientes términos:   
 

 
I. RESPECTO DE LAS PRETENSIONES 

 
Me opongo a la prosperidad de la totalidad de las pretensiones, de conformidad con las 
excepciones y argumentos de defensa que se expondrán más adelante.  
 
 

II. RESPECTO DE LOS HECHOS  

 
1.- No me consta el domicilio y residencia de los demandantes, razón por la cual en 
este punto me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
2.- No es cierto, en el sentido que en el PBOT vigente no existe zonas de 
amortiguamiento urbano.  
3.- No me consta, me atengo a lo que se pruebe. 
4.- No es un hecho, sino una apreciación subjetiva del actor.  
5.-. No me consta, me atengo a lo que se pruebe.  
6.- No es cierto que el barrio la independencia haya nacido como producto de una 
invasión, y lo que se conoce es que el mismo surgió bajo el régimen legal actualmente 
vigente.  
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7.- No es cierto, de los enunciados el único centro poblado reconocido es Quebraditas.  
8.- No es cierto en el sentido que San José de la Palomas de acuerdo con el PBOT 
vigentes es una vereda y no un centro poblado, y en este punto valga mencionar que 
los trámites adelantados por INCODER ahora UNIDAD NACIONAL DE TIERRAS son 
ajenos a temas de ordenamiento territorial.   
9.- No me consta, me atengo a lo que se pruebe. 
10.- No me consta, me atengo a lo que se pruebe.  
11.- No me consta, me atengo a lo que se pruebe. 
12.- No me consta me atengo a lo que se pruebe.  
13.- Es cierto, en el sentido que las construcciones que se adelantan en sector rural 
como la Vereda Rancho grande, por lo general constituyen un desarrollo urbanístico 
ilegal que no cuenta con licencia de construcción.  
14.- No me consta me atengo a lo que se pruebe.  
15.- No es un hecho sino una apreciación subjetiva del actor.  
16.- No es un hecho sino una apreciación subjetiva del actor 
17.- No es cierto, en el sentido que el municipio no ha emitido pronunciamiento oficial al 
respecto.  
18.- Es cierto que en la actualidad en la vereda Rancho Grande se adelanta procesos 
policivos y hasta penales por violación a las normas urbanísticas, los cuales se 
desarrollan en el marco de lo contemplado en la ley, y con el más alto respeto a los 
derechos de los implicados.  
19.- No es cierto, teniendo en cuenta que las decisiones de la entidad relacionadas con 
urbanizaciones ilegales se ajustan a la normatividad vigente.  
20.- No es cierto. Las órdenes de policía que se ha impartido en el marco de los 
respectivos procesos se encuentran plenamente respaldadas en el ordenamiento 
jurídico.  
21.-No me consta. 
22.- No me consta. 
23.-  No es cierto. Al punto se aclara que luego de agostadas las etapas de la revisión 
de largo plazo del PBOT del municipio tales como trabajo social, diagnostico, 
socialización, etc., actualmente éste se encuentra en revisión por parte de la autoridad 
ambiental. 
24.- No es un hecho, sino una apreciación subjetiva del actor. 
25.- Este es un hecho con un alto grado de indeterminación, razón por la cual me 
atengo a lo que se pruebe.  
26.- Es cierto que dentro del proceso de revisión y ajuste del PBOT no se contempló la 
inclusión de un centro poblado con el nombre VILLA DIANA, debido a que la respectiva 
oportunidad no se presentó solicitud al respecto.  
 
 

III. EXCEPCIONES Y ARGUMENTOS DE DEFENSA.  
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A) IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN POPULAR PARA PERSEGUIR LA SATISFACCIÓN DE 
DERECHOS PARTICULARES COMUNES A UN GRUPO. 
 
  
Revisada la demanda, pese a que no se identifica con precisión la ubicación del predio, 
o la existencia de una urbanización o asentamiento humano que pueda identificarse 
con el nombre VILLA DIANA, se pude colegir que lo pretendido por el actor popular es 
la legalización de unas construcciones que fueron adelantadas y vienen siendo 
adelantadas en zona rural del municipio de Acacías Meta sin contar con la respectiva 
licencia urbanística.  
 
En este caso se advierte que la situación planteada pretende salvaguardar los 
derechos de los particulares que han adelantado esas construcciones o comprado lotes 
al porcentaje en la Vereda Rancho Grande del Municipio de Acacías, es decir que la 
verdadera finalidad del actor popular es la defensa de intereses particulares comunes a 
un grupo de personas determinadas, pero no la defensa de derechos con alcance 
colectivo, razón por la cual la acción es improcedente. 
 
Tal precisión ha sido ampliamente decantada por el máximo órgano de la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo como en el caso que se cita a continuación:  
 
“La corporación de vivienda el tejar interpuso acción popular contra junta 
administradora de servicios públicos de acueducto y alcantarillado del corregimiento el 
Caguán Huila por negarse a concederle la disponibilidad para el desarrollo urbanístico 
Villa Nohora, que permitiría a las personas afiliadas a la corporación acceder a una 
vivienda.  Al resolver la apelación contra la decisión del tribunal Administrativo del Huila, 
la sala determinó que el objetivo de la acción interpuesta es obtener la disponibilidad 
del servicio público de acueducto, necesaria para proceder a la construcción del 
proyecto Vila Nohora, etapas I y II, y de esta forma desarrollar el objeto social de la 
corporación accionante, por lo cual no hay duda que lo pretendido por ésta es la 
satisfacción de un interés particular. En tales circunstancias precisó la sala, el objeto del 
proceso se encuadra dentro de lo que la jurisprudencia denomina “derechos 
particulares comunes a un grupo de personas y no derechos colectivos, razón por la 
cual la acción popular resulta improcedente. (Consejo de Estado. Sentencia del 16 de 
marzo de 2012 Exp. 41001-23-31-000-2010-00537-01(AP)). 

 
Al punto, es de la esencia de los derechos colectivos que estos puedan hacerse 
efectivos por parte de toda la comunidad, situación que no se presenta en este caso 
pues se trata de verdaderos derechos subjetivos del grupo accionante, verbi gracia la 
suma de muchos intereses individuales, que no pueden predicarse de la comunidad en 
general.    
 
 

B) INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS COLECTIVOS INVOCADOS. 
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Se invoca como vulnerados por la parte demandante los siguientes derechos colectivos 
consagrados de manera expresa en el artículo 4° de la Ley 472 de 1998:  
 
b) La moralidad administrativa. Por  regla general este derecho colectivo comprende la 
realización de conductas inmorales o ilegales, contrarias al interés supremo que 
envuelve la función pública, es decir el interés general. 
 
m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando 
las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la 
calidad de vida de los habitantes.  Este derecho colectivo abarca el respeto del 
principio de la función social y ecológica de la propiedad de acuerdo con el artículo 58 
de la Constitución Política, la protección del espacio público, del patrimonio público y de 
la calidad de vida de los habitantes, el respeto de los derechos ajenos y el acatamiento 
a la ley de ordenamiento territorial, planes de ordenamiento territorial y demás 
disposiciones normativas en materia de uso del suelo, alturas máximas de construcción 
y demás criterios y límites que determinan las autoridades para construir. 
 
n) Los derechos de los consumidores y usuarios. Este derecho apunta a la protección 
sustancial de los ciudadanos que entran en relación con proveedores y distribuidores 
de bienes y servicios, respectivamente, garantizando su protección sustancial.  
 
Expuesto de manera breve el alcance conceptual de cada uno de los derechos 
colectivos invocados en la demanda, resulta evidente que  la  situación planteada, que 
no es otra que la aparente no inclusión de lo que el actor popular denomina poblado  
VILLA DIANA en el PBOT del municipio  como Centro Poblado, no implica la 
vulneración de alguno de ellos.  
 
Antes que afectar la moralidad administrativa, las actuaciones de la entidad en este 
punto son totalmente apegadas a la ley y al interés general contenido en las normas de 
ordenamiento territorial, que impiden desarrollos urbanísticos en zona rural con las 
densidades que se pretende.  
 
Así mismo, debe ponerse de presente que los ajustes al PBOT  que tramita el municipio, 
se someten a unas etapas tales como trabajo social, diagnostico, socialización, las 
cuales ya fueron agotadas, y dentro las que no se presentó solicitud alguna en este 
sentido, tal como certifica la Secretaría de Planeación Municipal mediante oficio del 8 
de septiembre de 2021, luego no existe ninguna actuación del municipio que 
transgreda la moral administrativa.  
 
En el mismo sentido, frente al derecho colectivo del literal m) debe ponerse de presente 
que justamente las decisiones de la administración municipal responden de manera 
contundente al cumplimiento del mismo, pues se pretende evitar que se construya un 
número considerable de viviendas manera desordenada en zona rural afectando las 
normas del PBOT y de contera la calidad de vida de los habitantes del municipio en 
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zona urbana, por todas las implicaciones, sociales, ambientales y económicas que este 
tipo de desarrollos implica.   
 
Y finalmente, ninguna relación se encuentra entre la situación expuesta y los derechos 
de los accionantes como consumidores, pues no se verifica la existencia de situaciones 
propias del derecho del consumo que deban ser protegidas a favor de la colectividad.   
 
 

C) VIOLACIÓN DE NORMAS SUPERIORES POR PARTE DE LOS ACTORES POPULARES – 
MALA FE 
 
De las pruebas allegadas con la demanda, ni del contenido de la misma se puede 
colegir de manera precisa a qué predio, urbanización, o similar se refiere la accionante. 
Al punto, la Secretaría de Planeación del municipio mediante oficio del 8 de septiembre 
de 2021 certificó que “No hay evidencia en la Secretaría de Planeación y Vivienda de la 
existencia en la Vereda Rancho Grande de un asentamiento humano, caserío, centro 
poblado o urbanización, desarrollo urbanístico informal denominado Villa Diana”. 

 
No obstante, verificados los archivos de la entidad, se advierte que en la Inspección 
Tercera de Policía se adelanta un proceso sancionatorio por violación a las normas 
urbanísticas, en el que se menciona un predio denominado Villa Diana que 
corresponde a la Matrícula Inmobiliaria No. 232-25784 de la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos de Acacías, ubicado en la Vereda Rancho Grande.  
 
De tratarse del mismo predio, debe llamar la atención del despacho que el proceso 
policivo se inició por querella presentada el 5 de abril de 2017 por la misma actora 
popular LUZ MERY CASTRO identificada con cc No. 40.428.655 en calidad de 
presidenta de la Junta de Acción Comunal de la vereda Rancho Grande.   
 
Este predio tal como se desprende de los soportes que reposan en el expediente 
policivo está ubicado en el sector rural del municipio razón por la cual no puede ser 
desarrollado urbanísticamente con las densidades propias del suelo urbano. 
 
Así mismo, del certificado de libertad y tradición se advierte ventas en porcentajes 
irrisorios para un predio rural, tales como del 0,0659 – 0,08 – 0,056, situación que 
permite inferir de manera indiciaria la intención de los compradores de urbanizar un 
predio rural de manera irregular, pudiendo incurrir incluso en el delito de urbanización 
ilegal regulado en el artículo 318 del Código Penal.  
 
Así mismo, los hechos narrados en la demanda, y el contenido  de la medida cautelar 
oportunamente negada por el juzgado, desnudan la verdadera intención de los actores 
populares, quienes de manera prioritaria pretenden con su pedimento frenar  las 
actuaciones que adelanta el municipio a través de la Inspección Tercera de Policía por 
violación a las normas urbanísticas,  procedimientos que garantizan el principio de 
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legalidad, la satisfacción del interés general, e incluso salvaguardan  los propios 
derechos colectivos que se invoca como violados.  
 
Para soportar lo antes dicho se adjunta a la presente el expediente que contiene la 
mencionada actuación administrativa sancionatoria.  
  
En el contexto expuesto, se estima contrario a la buena fe, que la actora popular 
señora LLUZ MERY CASTRO GUATIVA interponga una queja que da inicio al 
procedimiento administrativo sancionatorio por las construcciones ilegales que se 
adelantan en su vereda, y cuatro años después cuando éste se encuentra avanzado   
pretenda frenarlo haciendo uso de esta acción constitucional.  
 
Así que, son los accionantes quienes realmente han violado derechos colectivos tales 
como el derecho a gozar de un ambiente sano, la calidad de vida de los habitantes, al 
equilibrio ecológico, y la realización de construcciones respetando la normatividad 
urbanística  vigente, y en tal virtud antes que cobijarlos con el manto de protección de 
intereses colectivos abiertamente improcedentes, debe ser sujeto de la más estricta 
aplicación de las sanciones y demás consecuencias que se derive de los procesos que 
actualmente se adelanta.  
 

D) IMPROCEDENCIA DE RECONCIMIENTO COMO CENTRO POBLADO 
 
El núcleo esencial que sustenta las pretensiones del pate actora radica en su intención 
de que se reconozca lo que él denomina poblado Villa Diana ubicado en la Vereda 
Rancho Grande, como centro poblado dentro del PBOT que actualmente se concreta 
con la autoridad ambiental. 
 
Al respecto se pone de presente que tal como lo certifica la Secretaría de Planeación y 
Vivienda del Municipio de Acacías en oficio del 8 de septiembre de 2021, “Dentro del 
proceso de revisión del PBOT que actualmente se adelanta no se contempla la 
inclusión del centro poblado señalado, ya que dentro del proceso no se presentó 
ninguna propuesta o solicitud para tal fin”,  y que además “Para el reconocimiento como 
centro poblado debe cumplirse con una serie de requisitos dentro del proceso de 
revisión y ajuste del Plan de Ordenamiento Territorial, actualmente ese proceso  ya se 
surtió dentro de la revisión que se adelanta”. 

 

Por tal razón la solicitud resulta improcedente.  
 

IV. PRUEBAS 

 
Solicito a su señoría se tengan como pruebas las siguientes:  
 

1. Oficio del 8 de septiembre de 2021 emitido por la Secretaria de Planeación y Vivienda del 
Municipio de Acacías. 



 

 

Carrera 14 No. 14-90 Oficina  203 -  Barrio Centro Acacías Meta 

Cel.  322 510 7225 – 320 854 4065 

jairomorenosas@gmail.com 

2. Copia integra del expediente correspondiente al proceso Verbal Abreviado de Urbanización 
Ilegal que adelanta la Inspección Tercera de Policía del Municipio de Acacías, relacionado con 
el predio Villa Diana Vereda rancho Grande Municipio de Acacías.  

 
V. NOTIFICACIONES 

 
Tanto mi representada, Municipio de Acacías, como el suscrito apoderado, podemos 
ser notificados en la dirección de correo electrónico jairomorenosas@gmail.com, cel. 
3208544065, o en la carrera14 No. 14-90 oficina. 203 Barrio el Centro de Acacías Meta.  
 
Igualmente podrá notificarse el municipio a través del buzón 
notificacionjudicial@acacias.gov.co  

 
Para los fines del numeral 14 del Artículo 78 del CGP, en concordancia con el 

Decreto 806 de 2020, informo que no se evidencia en el expediente correo electrónico 
de la parte actora al cual pueda remitirse la presente contestación.  

 
 
 
Cordialmente,  
 
 
 
  
JAIRO ALBERTO MORENO GÁMEZ 
CC. 17.421.887 
TP.141291 CSJ 
 
Abogado Inscrito  
JAIRO MORENO ABOGADOS Y COSULTORES SAS. 
Nit. 900.641.341-1 
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JAIRO MORENO <jairomorenosas@gmail.com>

Fwd: Respuesta solicitud de información Acción popular

1 mensaje

Jurídica Alcaldía de Acacías <juridica@acacias.gov.co> 6 de septiembre de 2021, 17:21
Para: JAIRO MORENO <jairomorenosas@gmail.com>

Buenas tardes Dr, envío respuesta emitida por la Inspección Tercera de Policía, lo anterior, para su conocimiento y fines
pertinentes.

Cordialmente,


---------- Forwarded message ---------

De: Ipolicia3 Alcaldía de Acacías <ipolicia3@acacias.gov.co>

Date: lun, 6 sept 2021 a las 11:49

Subject: Respuesta solicitud de información Acción popular

To: Jurídica Alcaldía de Acacías <juridica@acacias.gov.co>


Cordial saludo,

En virtud de la solicitud allegada a este despacho el día 06 de septiembre de 2021, me permito informarle que con
respecto al proyecto urbanístico denominado VILLA DIANA, ubicado en la vereda Rancho Grande, este despacho cursa
proceso verbal abreviado por urbanización ilegal, trasladado por la Inspección Primera de Policía, por lo cual anexo a la
presente copia íntegra del expediente para sus fines pertinentes.

Cordialmente,

VALERIA NOVOA PLATA

INSPECTOR TERCERO DE POLICÌA (E)

 PROCESO URBANÍSTICO- VILLA VALENTINA 1.pdf

Email: ipolicia3@acacias.gov.co

Celular: 3115279434

Teléfono: 6574632 - 6574633 - 6574634 - 6574635


     

AVISO LEGAL:Este correo electrónico contiene información confidencial de la Alcaldía de Acacías Meta.Si Usted no es el destinatario, le informamos que no podrá usar,
retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de Enero de 2009 y
todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, por favor infórmenos a  seguridaddigital@acacias.gov.co  y bórrelo. Si usted es el destinatario, le
solicitamos mantener reserva sobre el contenido, los datos o información de contacto del remitente y en general sobre la información de este documento y/o archivos
adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita.

-- 


LICETH MELIZA AGUILAR GAMBOA.

Jefe Oficina Jurídica

Email: juridica@acacias.gov.co
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Teléfono: 6574632 - 6574633 - 6574634 - 6574635


     

AVISO LEGAL:Este correo electrónico contiene información confidencial de la Alcaldía de Acacías Meta.Si Usted no es el destinatario, le
informamos que no podrá usar, retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales

como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de Enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, por favor infórmenos
a seguridaddigital@acacias.gov.co y bórrelo. Si usted es el destinatario, le solicitamos mantener reserva sobre el contenido, los datos o información de contacto del
remitente y en general sobre la información de este documento y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita.
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